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NOTIFICACIÓN POR AVISO PÁGINA WEB  
OFICINA JURÍDICA  

    
                                                                                                   OJ-140-212 

                                        
PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL ORDINARIO No. 048-2015 

 
Hoy, DOS (02) DE MARZO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021), la Tecnico administrativa de la Oficina 
Jurídica de la Contraloría Municipal de Tunja, con el objetivo de dar cumplimiento a lo dispuesto en 
el artículo 69 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, procede 
a notificar por medio del presente AVISO PÁGINA WEB, al señor HECTOR MAURICIO OCHOA 
GARCIA, identificado con cédula de ciudadanía No. 7.170.986, vinculado como implicado dentro del 
proceso antes referido, sobre el contenido de �³�)�D�O�O�R�� �0ixto De Responsabilidad Fiscal dentro del 
proceso de la referencia,con fecha 02 �±Febrero-���������  ́
 
Se adjunta copia de la providencia en TREINTA Y CINCO (35) FOLIOS y, se le comunica que de 
acuerdo a lo establecido  en el numeral segundo de la parte Resolutiva: 
 

�³���«���6�(�*�8�1�'�2���)�$�/�/�$�5���6�,�1���5�(�6�3�2�1�6�$�%�,�/�,�'�$�'�� �)�,�6�&�$�/�� de acuerdo a lo 
expuesto en la parte motiva de la presente providencia,a favor de:  

�x HECTOR MAUIRICIO OCHOA GARCIA, identificado con cedula de 
ciudadania No.7.170.986 de Tunja,Contratista del Contrato de Obra 
No.611-2013  

CUARTO:Por secretaria de esta Oficina,procedase a notificar esta decision 
en los terminos del arrticulo 106 de la Ley 1474 de 2011,a los sujetos 
procesales,haciendoles saber que contra el mismo procede el recurso 
de reposicion,  el cual debera interpornerse dentro de los  DIEZ (10) 
DIAS, siguientes a la notificacion de la presente 
providencia..( Subrayado y negrilla importante). 

En cumplimiento a lo consagrado en el artículo 69, se le manifiesta que �³�e�V�W�D��
notificación se considera surtida al finalizar el día siguiente, al retiro del 
�D�Y�L�V�R���G�H���O�D���&�D�U�W�H�O�H�U�D���G�H���H�V�W�D���(�Q�W�L�G�D�G�´. 

Lo anterior obedece a que el Oficio OJ-140-125 con fecha 10-Febrero-2021, fue enviado con Guía 
No.700050160319 de la Empresa de Envíos Interrapidisimo, quien realizó devolución por motivo �³�6�H��
hacen varios �L�Q�W�H�Q�W�R�V���G�H���H�Q�W�U�H�J�D���V�L�Q���R�E�W�H�Q�H�U���Q�L�Q�J�X�Q�D���U�H�V�S�X�H�V�W�D�´�� 

Quien Notifica, 
 

                                                MARIA NATALIA RODRIGUEZ TORRES  

Técnica  Administrativo  de la  
Oficina Jurídica  

 
El presente AVISO, se notifica en la página web de la Contraloría Municipal de Tunja, 
http://contraloriatunja.gov.co/, link: Atención al Ciudadano �±oficina juridica- Notificaciones �± Avisos-
2021  
y, se deja constancia, que la misma será publicada en la cartelera de la Contraloría Municipal de 
Tunja, por el término de cinco (5) días, de conformidad a lo establecido en el artículo 69 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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FALLO MIXTO DE RESPONSABILIDAD FISCAL DENTRO DEL PROCESO DE 
RESPONSABILIDAD FISCAL ORDINARIO No. 048-2015 

 
Tunja, dos (2) de febrero de 2021 

ENTIDAD AFECTADA ALCALDÍA MAYOR DE TUNJA 
 
 
 
 
 
 
Implicado 

JOHN ERNESTO CARRERO VILLAMIL 
C.C. 7.160.233 de Tunja 
Secretario de Infraestructura 
 
CLAUDIA CONTANZA FLECHAS QUINTERO 
C.C. 33.369.095 de Tunja 
Supervisora del Contrato de Obra No. 611-2013 
 
HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA 
C.C. 7.170.986 de Tunja 
Contratista Contrato de Obra No. 611-2013 

Garante Vinculado SEGUROS DEL ESTADO S.A. 
NIT. 860.009.578-6 

Fecha de remisión del formato de 
hallazgo o queja                    

29-julio-2015  

Fecha del hecho generador del 
daño 

Continuada desde el 30-agosto-2013 hasta el 15-
octubre de 2013 

Estimación del detrimento con 
indexación 

VEINTITRÉS MILLONES DOSCIENTOS 
SETENTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS SIETE 
PESOS CON OCHENTA CENTAVOS 
($23.278.907,80) 

Instancia ÚNICA INSTANCIA, Artículo 110 de la Ley 1474 de 
2011 

 
I. ASUNTO 

 
El jefe de la Oficina Jurídica de la Contraloría Municipal de Tunja, en uso de la competencia 
atribuida por los artículos 268 y 272 de la Constitución Política de Colombia de 1991 
modificados por el Acto Legislativo 04 de 2019, la Ley 42 de 1993, la Ley 610 del 2000 
modificada por el Decreto Ley 403 de 2020,  la Ley 1474 de 2011, y la Resolución Orgánica 
No. 185 de 2013, proferida por la Contraloría Municipal de Tunja, procede a emitir Fallo 
Mixto con Responsabilidad Fiscal en única instancia dentro del proceso de 
responsabilidad fiscal ordinario 048-2015, en el cual se investigan las irregularidades en 
la ejecución del contrato de obra No. 611 de 2013, que tenía por objeto la “Adecuación, 
mejoramiento y mantenimiento de las diferentes dependencias de la administración municipal” y del 
cual se evidencia un presunto daño patrimonial, en razón a que la Alcaldía Mayor de Tunja de forma 
inadecuada, se equivocó en el cálculo de mano de obra (cuadrilla) de los ítems de pintura interior 
para carpintería metálica (esmalte s/marco lámina 3 manos), pintura para muro tipo 1 (estuco y vinilo 
(tipo 1) manos en muro) y pintura para techo tipo 1 (estuco y vinilo (tipo 1) 3 manos bajo placa), los 
cuales conllevaron a que se origine un posible sobrecosto por valor de $18.152.802,31 (En su 
momento), que surge de la diferencia entre el valor pagado en el contrato y del valor calculado por 
el grupo auditor de la Contraloría Municipal de Tunja. 

II. ANTECEDENTES 
 
El hecho generador del daño que hoy es materia de examen en el presente proceso de 
responsabilidad fiscal, se originó a través del traslado de hallazgo fiscal remitido 
mediante oficio No. A.F. No. 857 del veintinueve (29) de julio de 2015, como resultado 
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de la auditoría gubernamental con enfoque integral, modalidad especial a los contratos de 
obra pública grupo 1 de la alcaldía vigencia 2013 (folios 1 y ss.), por parte de la Oficina de 
Auditoria Fiscal en el que se relata lo siguiente. 
 

“…dentro de ellos se estudió el No. 611 del 12 de agosto de 2013 que tenía por objeto “Adecuación, 
mejoramiento y mantenimiento de las diferentes dependencias de la Administración Municipal”, se 
suscribió con Hector Mauricio Ochoa Garcia, por valor inicial de $3228.727.077,71 y un plazo inicial 
de noventa (90) días calendario, valor adicional de $36.347.080,34; dentro del mismo se estableció lo 
siguiente: 
 

ITEM CANT. 

(…) 
V/R TOTAL 
CONTRATO 

VALOR TOTAL 
CONTRALORIA 
$ Diferencia $ 

8. Pintura interior para carpintería metálica  441,99 ml 
(…) 

$7.955.820 $2.601.553, 14 $5.354.266,86 

10. Pintura para muro tipo 1   648,56 m2 
(…) 

$13.619.760 $8.108.945,68 $5.510.814,32 

22. Pintura para techo tipo 1 ( 513,49 m2 
(…) 

$10.783.290 $6.781.662,43 $4.001.627,57 

TOTAL SOBRECOSTO  
 

  $14.886.708,75 

TOTAL SOBRECOSTO CON AIU 22%  
 

  $18.137.384,68 

   

En consecuencia se establece un presunto daño fiscal por valor de $18´137.384,68 por concepto de 
sobrecosto en los precios unitarios pactados en el contrato al ser comparados con la resolución 014 
de 2010 emanada de la Gobernación de Boyacá”. (fl 4) 

Con tal traslado fiscal se remitió la copia de los siguientes documentos: 

ü Traslado Fiscal AF-857 (Fls. 1 a 9) 
ü Anexo Informe de Observaciones. (Fls. 10 a 23)  
ü Oficio AF-882 de fecha cinco (5) de agosto de 2015, por medio del cual la Auditora 

Fiscal allega documentación a la entonces Jefe de la Oficina Jurídica de la 
Contraloría Municipal de Tunja. (fl 26) 

ü Oficio R-827 con fecha 30-julio-2015, donde se relaciona los documentos 
laborales y contractuales de JOHN ERNESTO CARRERO VILLAMIL y 
CLAUDIA FLECHAS QUINTERO. (Fls 27 a 31) 

ü Oficio R-854 del tres (3) de agosto de 2015, suscrito por el entonces Secretario 
de Contratación Licitaciones y Suministros donde allega información al siguiente 
menor: 

o Contrato de Prestación de Servicios Profesionales No. 007 del 15 de enero 
de 2013, suscrito por el Municipio de Tunja y CLAUDIA CONSTANZA 
FLECHAS QUINTERO. (fl 33 a 38) 

o Copia de la Cédula de Ciudadanía, Declaración Juramentada de bienes y 
Rentas, y Formato Único de Hoja de Vida de la implicada CLAUDIA 
CONSTANZA FLECHAS QUINTERO. (fl 39 a 41) 

ü Medio magnético (CD) donde reposan los archivos del contrato 611 de 2013. (Fl 
42) que contiene los siguientes archivos: 

o Documento en archivo Pdf. denominado: “Acta de Modificación de 
Cantidades y creación ítems No. 01” (24 folios). 

o Documento en archivo Pdf. denominado: “Acta de terminación recibo y 
liquidación cto 611”. (19 folios). 

o Documento en archivo Pdf. denominado: “Adicional 01 al Cto 611”. (3 
folios). 
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o Documento en archivo Pdf. denominado: “ANALISIS PRECIOS 
UNITARIOS ITEMS 8 Y 10”. (2 folios). 

o Documento en archivo Pdf. denominado: “CONTRATO 611 DE 2013”. (11 
folios). 

o Documento en archivo Pdf. denominado: “ESTUDIO PREVIO CTO 611 
2013”. (33 folios). 

o Documento en archivo Pdf. denominado: “pólizas del contrato 611”. (6 
folios). 

o Documento en archivo Pdf. denominado: “RÉPLICA DE LA ALCALDÍA”. (6 
folios). 

ü Oficio AF-1427 del doce (12) de noviembre de 2015. “Por medio de la cual se 
aclara el traslado A.F. 857 de 2015”. (Fls. 43 a 45) 

 
III. ACTUACIÓN PROCESAL 

A través de auto del 30 de noviembre del año 2015, la entonces jefe de la Oficina Jurídica 
da apertura al proceso de responsabilidad de la referencia, en el cual se presume el 
detrimento patrimonial en un valor de DIECIOCHO MILLONES CIENTO CINCUENTA Y 
DOS MIL NOVECIENTOS DOS PESOS CON TREINTA Y UN CENTAVOS 
($18.152.902,31) M/Cte. (folios 46-57) 
 
Decisión que fue debidamente notificada a los implicados y fueron llamados a rendir  versión 
libre y espontanea, como se explica a continuación: 
 

INVESTIGADOS NOTIFICACIÓN 
/FOLIO 

VERSIÓN LIBRE 

JOHN ERNESTO CARRERO VILLAMIL  PERSONAL (folio 
66) 

2 de marzo de 2016. (folio 
81) 

CLAUDIA CONTANZA FLECHAS 
QUINTERO  

PERSONAL (folio 
65) 

26 de febrero de 2016. (folio 
72) 

HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA AVISO (folio 67) No compareció (constancia 
obrante a folio 67) 

ASEGURADORA SEGUROS DEL 
ESTADO (TERCERO CIVILMENTE 
RESPONSABLE) 

COMUNICACIÓN 
(folio 59) 

N/A 

 
Ahora bien, en virtud de auto de responsabilidad fiscal, y en su versión libre, la señora CLAUDIA 
CONSTANZA FLECHAS QUINTERO con fecha 26-febrero-2016 (Fl. 72 y s.s.), allega al expediente 
pruebas documentales incorporados al expediente en el auto de imputación. La implicada dentro de 
su versión no solicitó pruebas adicionales. 

 
Se recibió al señor JOHN ERNESTO CARRERO VILLAMIL en versión libre el  2-marzo-2016 (Fl. 
81), sin que hiciera solicitud puntual de pruebas. 

 
Toda vez que el implicado HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA, no pudo ser contactado para 
notificarle al respectivo auto de apertura, mediante oficio OJ-140-74 del veinticinco (25) de enero 
de 2016, se le solicitó a la entonces directora del Consultorio Jurídico de la Universidad de Boyacá, 
la designación de un estudiante que pudiese  asumir la defensa de dicho implicado en calidad de 
apoderado de oficio. (Fl. 68) 

 
Mediante auto de fecha dieciocho (18) de febrero de 2016 (Fl. 71), esta dependencia designa como 
apoderado de oficio del señor HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA,  al estudiante MIGUEL 
ANGEL JOYA JOYA, previa designación de la directora de Consultorio Jurídico (Fl. 70). 
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En etapa procesal se decretaron y practicaron las siguientes pruebas: 
 

1. DOCUMENTALES 
 

ü Oficio de fecha dieciséis (16) de agosto de 2013. Suscrito por la supervisora del 
contrato y dirigida al contratista (Fl. 73) 

ü Análisis de Precios Unitarios no previstos (Fl. 74) 
ü Registro Fotográfico  (Fl. 75 a 78) 
ü Oficio fechado dos (2) de abril de 2013, en donde se solicitó por parte del 

Secretario de Contratación, Licitaciones y Suministros, al Secretario de 
Infraestructura, el trabajo en horas no laborales. (Fl. 79) 

ü Pruebas documentales anexas al escrito de descargos de la Aseguradora (fl 211 
a 217) 

 
2. PERICIALES 

 
ü Anexo 1 y 2del Traslado de hallazgo fiscal remitido mediante oficio No. A.F. No. 857 

del veintinueve (29) de julio de 2015.  (folios 10 a 23) 
ü Oficio AF-1427 del doce (12) de noviembre de 2015. Por medio de la cual se aclara 

el traslado A.F. 857 de 2015. (Fls. 43 a 45) 
ü Oficio AF-110-457, por medio de la cual la profesional universitaria de la Oficina de 

la Auditoría de esta entidad, rinde concepto respecto al monto del presunto 
detrimento patrimonial. (Fls.  119 a 122) 

 
Mediante auto de fecha veintiocho (28) de marzo de 2016, se suspendieron términos 
procesales desde el 29 de marzo de 2016. (Fl. 82) 

 
Mediante auto de fecha dieciocho (18) de abril de 2016, se reanudaron términos procesales 
a partir del veinte (20) de abril de 2016 por el término de 33 días calendario. (Fl. 83 y 84) 

 
Mediante auto de fecha quinte (15) de diciembre de 2016, se acepta una renuncia de 
apoderado de oficio y se designa a la estudiante FLOR ALBA DURÁN OLIVARES como 
apoderada de oficio de HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA . (Fl. 87 y 88) 

 
A través de auto de fecha veinte (20) de noviembre de 2017, se acepta una renuncia de 
apoderado de oficio y se designa a la estudiante JENNY ZULAY GUERRERO RIAÑO como 
apoderada de oficio de HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA . (Fl. 97) 

 
Por medio de auto de fecha ocho (8) de abril de 2019, se acepta una renuncia de apoderado 
de oficio y se designa al estudiante FREDY ORLANDO BARBOSA GAITÁN como 
apoderado de oficio de HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA . (Fl. 103) 

 
Mediante auto de fecha veinte (20) de febrero de 2020, se acepta una renuncia de 
apoderado de oficio y se designa al estudiante LIZEDT ALEJANDRA TORRES 
GONZALEZ como apoderada de oficio de HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA . (Fl. 
108) 

 
A través de auto de fecha dieciséis (16) de marzo de 2020, se niega una solicitud de archivo 
incoada por el apoderado de oficio de HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA (fl. 89), y se 
decretan algunas pruebas de oficio. (Fls.  110 a 113) 
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Dicho auto de pruebas se cumple con la radicación de oficio AF-110-457, por medio de la 
cual la profesional universitaria de la Oficina de la Auditoría de esta entidad, rinde concepto 
respecto al monto del presunto detrimento patrimonial. (Fls.  118 a 121) 
 
Mediante Auto de Trámite, del diecisiete (17) de marzo de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fl. 115) 
 
Mediante Auto de Trámite, del dieciocho (18) de marzo de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fl. 116) 
 
Mediante Auto de Trámite, del ocho  (8) de abril de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fls. 117 y 118) 
 
Mediante Auto de Trámite, del veintidós (22) de abril de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fls. 123 y 124) 
 
Mediante Auto de Trámite, del siete (7) de mayo de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fls. 127 y 128) 
 
Mediante Auto de Trámite, del veintiuno (21) de mayo de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fl. 129 y 130) 
 
Mediante Auto de Trámite, del veintinueve (29) de mayo de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fl. 131 y 132) 
 
Mediante Auto de Trámite, del cinco (5) de junio de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fl. 133 y 134) 
 
Mediante Auto de Trámite, del primero (1) de julio de 2020, por medio del cual se 
suspendieron y reanudaron términos procesales. (fls. 135 y 136). En total los términos se 
mantuvieron suspendidos entre el 17 de marzo y el 3 de julio de 2020, es decir, 109 días 
calendario. 
Subsiguientemente, se emite el Auto de Imputación del catorce (14) de agosto de 2020, 
dentro del proceso de responsabilidad fiscal de la referencia (fls. 137-149). Providencia 
debidamente notificada a los sujetos procesales, quienes presentaron descargos de la 
siguiente manera: 

Implicado Fecha 
Notificación 

Tipo de 
Notificación  

Folio Vencimiento 
del Traslado 

Observaciones Solicitud de 
pruebas  

HECTOR 
MAURICIO 
OCHOA 
GARCIA 
 
Apoderado de 
Oficio 
(LIZEDT 
ALEJANDRA 
TORRES 
GONZALEZ) 

13/10/2020 
 
 
 
 

21/08/2020 

Página Web 
 
 
 
 
Personal 
(Electrónica) 

209 
 
 
 
 

181 

26/10/2020 
 
 
 
 

04/09/2020 

No presentó 
argumentos de 
defensa 
 
 
OJ-140-197 de 
14/09/2019  
(extemporáneo) 

- 
 
 
 
 

Si 
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JOHN 
ERNESTO 
CARRERO 
VILLAMIL 
 
Apoderado de 
Oficio 
(JAVIER 
ERNESTO 
MARTINEZ 
BORDA) 
 

 
 

14/09/2020 
 
 

30/11/2020 

 
 
Aviso 
 
 
Personal 
Electrónica  

 
 

191 
 
 

277 

 
 

28/09/2020 
 
 

15/12/2020 

 
No presentó 
argumentos de 
defensa 
 

 
No presentó 
argumentos de 
defensa 

 

 
- 

CLAUDIA 
CONSTANZA 
FLECHAS 
 
Apoderada de 
Oficio 
(KARLA 
FERNANDA 
HERNANDEZ) 

 
 

14/09/2020 
 

30/11/2020 

 
 
Aviso  
 
Personal 
Electrónica 

 
 

191 
 

275 

 
 

28/09/2020 
 

15/12/2020 

 
No presentó 
argumentos de 
defensa 
No presentó 
argumentos de 
defensa 
 

 
- 

SEGUROS 
DEL ESTADO 
S.A. 

2/10/2020 
 
 

Por Aviso 
 

208 
 

19/10/2020 
 

OJ-140-1215 de 
16/10/2020 
(en término) 

Si 

 
Mediante auto de fecha once (11) de noviembre de 2020, se reconoce al doctor HUGO 
FERNANDO GONZALEZ RUBIO, como apoderado de confianza de la aseguradora 
SEGUROS DEL ESTADO S.A. (FL 261 y 262) 
 
Mediante escrito con radicado OJ-140-1424 del trece de noviembre de 2020, la 
aseguradora anteriormente mencionada presenta escrito de defensa y contradicción al 
dictamen pericial. (Fl 263  264) 
 
Mediante auto de fecha veintiséis (26) de noviembre de 2020, se reconoce a: i) JAVIER 
ERNESTO MARTÍNEZ BORDA, como defensor de oficio del implicado JHON ERNESTO 
CARRERO VILLAMIL, y a ii) KARLA FERNANDA HERNANDEZ PEREZ, como defensora 
de oficio de la implicada CLAUDIA CONSTANZA FLECHAS (FL 272 y 2273) 
 
Posterior, mediante auto del dieciséis (16) de diciembre de 2020, la oficina jurídica expide 
“Auto por medio de la cual se decide sobre la solicitud de prueba s en la etapa de descargos 
dentro del proceso de Responsabilidad Fiscal Ordinario No. 048 de 2015”, en donde entre 
otras decisiones se corrió traslado al escrito obrante a folio 263 y 264 (contradicción y 
defensa del dictamen pericial) a la ingeniera EDITH NAYIBE VARGAS VACCA, para las 
aclaraciones, modificaciones y/o complementaciones correspondientes a su dictamen 
presentado en el proceso, y una vez resuelto, disponía el cierre del periodo probatorio en 
esta fase. (fl 283 a 285) 
 
Mediante escrito radicado No. OJ-140-1534 del veintiocho (28) de diciembre de 2020, la 
profesional de auditoría fiscal ingeniera EDITH NAYIBE VARGAS VACCA, allega escrito de 
respuesta a la solicitud de aclaraciones, modificaciones y/o complementaciones del 
dictamen pericial. (fls 291 a 295) 
 
Acto seguido la oficina jurídica mediante auto de fecha doce (12) de enero de 2021, se 
incorpora la prueba pericial y se cierra la etapa probatoria. (fl 296 y 297) 
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Mediante auto de fecha dieciocho  (18) de enero de 2021, se suspendieron los términos 
procesales a partir del dieciocho (18) de enero de 2021. (fl 300 y 301) 
 
Finalmente, mediante auto de fecha  (25) de enero de 2021, se reanudaron los términos 
procesales a partir del veintiséis (26) de enero de 2021. (fl 298 y 299). En suma los términos 
estuvieron suspendidos entre el 18 de enero al 25 de enero de 2021 inclusive, o sea 8 días 
calendario. 
 

IV. IDENTIFICACIÓN DE LA ENTIDAD ESTATAL AFECTADA 
 
La entidad estatal afectada por los hechos objeto de investigación es el Municipio de Tunja, 
identificado con el NIT 891.800486-1. 
 

V. IDENTIFICACIÓN DE LOS IMPLICADOS 
 
Se tienen como tales, a: 

Ø JOHN ERNESTO CARRERO VILLAMIL 
C.C. 7.160.233 de Tunja 
Secretario de Infraestructura 
 

Ø CLAUDIA CONTANZA FLECHAS QUINTERO 
C.C. 33.369.095 de Tunja 
Supervisora del Contrato de Obra No. 611-2013 
 

Ø HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA 
C.C. 7.170.986 de Tunja 
Contratista Contrato de Obra No. 611-2013 

 
VI. DETERMINACIÓN DEL DAÑO PATRIMONIAL Y ESTIMACIÓN DE SU CUANTÍA 

DEL DAÑO CON INDEXACIÓN 

El valor estimado del daño es de VEINTITRÉS MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y 
OCHO MIL NOVECIENTOS SIETE PESOS CON OCHENTA CENTAVOS 
($23.278.907,80) 
 

VII. DE LOS ARGUMENTOS DE DEFENSA DE LOS SUJETOS PROCESALES 
Como se manifestó a excepción de la apoderada de oficio de HECTOR MAURICIO OCHOA 
GARCIA y el apoderado de la aseguradora, ningún investigado presentó descargos al auto 
de imputación. 
 
No obstante lo anterior, es importante precisar que en el caso del escrito de LIZEDT 
ALEJANDRA TORRES GONZALEZ, fungiendo como apoderada de oficio de HECTOR 
MAURICIO OCHOA GARCIA, su escrito de descargos fue extemporáneo como se indicó 
en auto de fecha dieciséis (16) de diciembre de 2020 (fl 283 a 285) no serán tenidos en 
cuenta. 
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En lo que respecta al escrito de la aseguradora por cuanto sus descargos se presentaron 
los en la debida oportunidad, respecto de los cuales serán estudiados, controvertidos y 
decididos, de la siguiente manera: 
 

i)  Apoderado de confianza de SEGUROS DEL ESTADO S.A. (folios 211-254): 
 
Luego de enlistar una serie de “hechos” que señala como probados dentro del proceso, el 
apoderado del investigado, expone:  
 

ARGUMENTOS DE DEFENSA A LA PÓLIZA No. 39-40-101014444 
- 1. Inexistencia de Cobertura de la Póliza No. 39-40-101014444. En ella indica que 

la precitada póliza es un seguro de RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL, y por lo tanto no cubre el incumplimiento del Contrato No. 
611 de 2013. 
 
ARGUMENTOS DE DEFENSA FRENTE A LA PÓLIZA No. 39-44-101055812 

- 1. Alcance de la cobertura de cumplimiento a favor de entidades estatales No. 
39-44-101055182. Argumenta que el amparo cobijaba el cumplimiento de las 
obligaciones del contratista, por lo tanto no es dable la vinculación de la aseguradora 
debido a que no existe incumplimiento propio del contratista. 

- 2. Inexistencia de cobertura de la póliza No. 39-44-101055812 por 
SOBRECOSTOS en el contrato.  Los sobrecostos no hacen parte de las coberturas 
de la póliza. 

- 3. Violación de norma superior – artículo 1056 código de comercio – asunción 
de riesgos por parte de la aseguradora. El artículo mencionado delimita la 
responsabilidad del asegurador, y se supedita a que esté amparado en las 
condiciones del contrato de seguro. 

- 4. Imposibilidad de afectar fiscalmente el amparo de cumplimiento de la Póliza 
No. 39-44-101055812. Al existir cumplimiento de las obligaciones, correlativamente 
debe evidenciarse que en el juicio fiscal no se reprocha el cumplimiento del contrato. 

- 5. Clausula de Exclusión de la Cobertura de la Póliza 39-44-101055812. Por 
existencia de actuación de la misma entidad estatal (Culpa exclusiva de la víctima) 

- 6. Inexistencia de Obligación Solidaria a cargo de Seguros del Estado S.A.  En 
aplicación del artículo  1568 del código civil habla de las condiciones de solidaridad 
que según el solicitante no cobijan para el caso en concreto a Seguros del Estado 
S.A. 

- 7. Límite Asegurado.  Se solicita que en caso de fallo con responsabilidad al 
afianzado se limite al máximo establecido en la póliza 39-44-101055812. 

- 8. Inexistencia de la Calidad de Gestor Fiscal por parte del Contratista Héctor 
Mauricio Ochoa. Indica que el contratista HECTOR MAURICIO OCHOA, no ostenta 
la calidad de gestor fiscal por lo tanto no debe ser responsabilizado fiscalmente. 
 

VIII. DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN FISCAL VIGENCIA DE LA ACCIÓN 
DE RESPONSABILIDAD FISCAL 

Al tenor del artículo 9 de la Ley 610 de 2000 modificado por el articulo 127 del Decreto Ley  
403 de 2020, la responsabilidad fiscal prescribirá en cinco años contados a partir del auto 
de apertura del proceso de responsabilidad fiscal sin que dentro de dicho término se haya 
proferido providencia en firme que la declare, término aplicable en el proceso de 
responsabilidad fiscal, sin importar el trámite por el cual se adelanta. (Ley 1474 de 2011). 
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En nuestro caso, tomando como base la fecha de apertura del proceso de responsabilidad 
fiscal que se está tramitando, esto es, desde el 30 de noviembre de 2015 (folios 46-57).  
No obstante hay que dejar en claro que los términos procesales han sido suspendidos de 
la siguiente manera: 

Ø Mediante auto de fecha veintiocho (28) de marzo de 2016, se suspendieron términos 
procesales desde el 29 de marzo de 2016. (Fl. 82) 

 
Ø Mediante auto de fecha dieciocho (18) de abril de 2016, se reanudaron términos 

procesales a partir del veinte (20) de abril de 2016 por el término de 33 días 
calendario. (Fl. 83 y 84) 

 
 

Ø Mediante Auto de Trámite, del diecisiete (17) de marzo de 2020, por medio del cual 
se suspendieron términos procesales. (fl. 115) 

 
Ø Mediante Auto de Trámite, del dieciocho (18) de marzo de 2020, por medio del cual 

se suspendieron términos procesales. (fl. 116) 
 

Ø Mediante Auto de Trámite, del ocho  (8) de abril de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fls. 117 y 118) 

 
Ø Mediante Auto de Trámite, del veintidós (22) de abril de 2020, por medio del cual se 

suspendieron términos procesales. (fls. 123 y 124) 
 

Ø Mediante Auto de Trámite, del siete (7) de mayo de 2020, por medio del cual se 
suspendieron términos procesales. (fls. 127 y 128) 

 
Ø Mediante Auto de Trámite, del veintiuno (21) de mayo de 2020, por medio del cual 

se suspendieron términos procesales. (fl. 129 y 130) 
 

Ø Mediante Auto de Trámite, del veintinueve (29) de mayo de 2020, por medio del cual 
se suspendieron términos procesales. (fl. 131 y 132) 

 
Ø Mediante Auto de Trámite, del cinco (5) de junio de 2020, por medio del cual se 

suspendieron términos procesales. (fl. 133 y 134) 
 

Ø Mediante Auto de Trámite, del primero (1) de julio de 2020, por medio del cual se 
suspendieron y reanudaron términos procesales. (fls. 135 y 136). En total los 
términos se mantuvieron suspendidos entre el 17 de marzo y el 3 de julio de 2020, 
es decir, 109 días calendario. 
 

Ø Mediante auto de fecha dieciocho  (18) de enero de 2021, se suspendieron los 
términos procesales a partir del dieciocho (18) de enero de 2021. (fl 300 y 301) 

 
Ø Finalmente, mediante auto de fecha  (25) de enero de 2021, se reanudaron los 

términos procesales a partir del veintiséis (26) de enero de 2021. (fl 298 y 299). En 
suma los términos estuvieron suspendidos entre el 18 de enero al 25 de enero de 
2021 inclusive, o sea 8 días calendario. 
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Que dadas las circunstancias, es procedente dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 13 
de la Ley 610 de 2000 modificado por el artículo 129 del decreto 403 de 2020, que a la letra 
reza: 
 

“Artículo 13. Suspensión de términos. El cómputo de los términos previstos en la presente ley se 
suspenderá en los eventos de fuerza mayor o caso fortuito, por la tramitación de una declaración 
de impedimento o recusación hasta la comunicación de la decisión correspondiente, o por la 
proposición de conflicto de competencias hasta el momento en el cual el funcionario a quien se le 
remite asuma el conocimiento del asunto o el conflicto sea resuelto y comunicado. 

 
En tales casos, tanto la suspensión como la reanudación de los términos se ordenará mediante 
auto de trámite, que se notificará por estado al día siguiente de su expedición y contra el cual no 
procede recurso alguno”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 

Que conforme el artículo 6 del decreto 491 del veintiocho (28) de marzo de 2020 del 
Presidente de la República, “Por el cual se adoptan medidas de urgencia para garantizar la 
atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas y los 
particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral 
y de los contratistas de prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, indica: 
 

“Artículo 6. Suspensión de términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en 
sede administrativa. Hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el 
Ministerio de Salud y Protección Social las autoridades administrativs a que se refiere el 
artículo 1 del presente Decreto, por razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, 
podrán suspender, mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones 
administrativas o jurisdiccionales en sede administrativa. La suspensión afectará todos los 
términos legales, incluidos aquellos establecidos en términos de meses o años. 

 
La suspensión de los términos se podrá hacer de manera parcial o total en algunas actuaciones o en 
todas, o en algunos trámites o en todos, sea que los servicios se presten de manera presencial o 
virtual, conforme al análisis que las autoridades hagan de cada una de sus actividades y procesos, 
previa evaluación y justificación de la situación concreta. 

 
En todo caso los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se reanudarán a partir 
del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud 
y Protección Social. 

 
Durante el término que dure la suspensión y hasta el momento en que se reanuden las 
actuaciones no correrán los términos de caducidad, prescripción o firmeza previstos en la Ley 
que regule la materia. 

 
Parágrafo 1. La suspensión de términos a que se refiere el presente artículo también aplicará para el 
pago de sentencias judiciales. 

 
Parágrafo 2. Los Fondos Cuenta sin personería jurídica adscritos a los ministerios, que manejen 
recursos de seguridad social y que sean administrados a través de contratos fiduciarios, podrán 
suspender los términos en el marco señalado en el presente artículo. 

 
Durante el tiempo que dure la suspensión no correrán los términos establecidos en la normatividad 
vigente para la atención de las prestaciones y en consecuencia no se causarán intereses de mora. 

 
Parágrafo 3. La presente disposición no aplica a las actuaciones administrativas o jurisdiccionales 
relativas a la efectividad de derechos fundamentales”. (Subrayado y negrilla fuera de Texto) 

 
Acotado lo anterior, tenemos que en suma el presente proceso presentó una suspensión 
total de 150 días calendario, luego si tomamos que la fecha inicial de prescripción (5 años) 
finalizaba el 30 de noviembre de 2020, e incrementamos los días que se mantuvieron 
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suspendidos los términos procesales, tenemos que la fecha se postergó hasta el treinta  
(30) de abril de 2021. Por lo anterior, podemos afirmar que a la presente fecha no han 
transcurrido los cinco años de que trata la norma.  
Así las cosas, la acción fiscal está vigente por tanto el Despacho se encuentra facultado 
para continuar el proceso de responsabilidad fiscal que nos ocupa. 

 
IX. MOTIVACIÓN JURÍDICO FISCAL 

 
i) Marco normativo de la responsabilidad fiscal 

Los artículos 267 y 268 de la Constitución Política de Colombia de 1991 modificados por el 
acto legislativo 04 de 2019, determinan que la Contraloría General de la República y a las 
contralorías de las entidades territoriales -departamentales, municipales y distritales- 
desarrollen el control fiscal en Colombia, es decir, la función pública de vigilar la gestión 
fiscal de los servidores del Estado y de las personas de derecho privado que manejen o 
administren fondos o bienes de la Nación. 
 
Por mandato expreso de la propia Constitución -art. 267-, el control fiscal  primordialmente 
y salvo excepción constitucional establecida en el acto legislativo 04 de 2019, se ejerce en 
forma posterior y selectiva, conforme a los procedimientos, sistemas y principios que defina 
el legislador, y el mismo debe incluir el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos 
ambientales. 
 
Según lo ha destacado la Honorable Corte Constitucional, el control fiscal se desarrolla en 
dos momentos: i) uno que comprende la función de vigilancia de la gestión que realicen de 
los bienes públicos los servidores y los particulares; y ii) eventualmente, como resultado de 
esa labor de vigilancia, el desarrollo de un proceso de responsabilidad fiscal, el cual se 
orienta, tal y como lo ha dicho el Alto Tribunal Contencioso, a “obtener una declaración 
jurídica, en la cual se precisa con certeza que un determinado servidor público o particular 
debe cargar con las consecuencias que se derivan por sus actuaciones irregulares en la 
gestión fiscal que ha realizado y que está obligado a reparar el daño causado al erario 
público, por su conducta dolosa o culposa”1. 
 
El segundo paso, esto es, la exigencia de responsabilidad fiscal encuentra fundamento en 
el artículo 268 de la Constitución, de acuerdo con el cual corresponde a las contralorías en 
los distintos niveles territoriales "establecer la responsabilidad que se derive de la gestión 
fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su monto y ejercer 
la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la misma". 
 
Por su parte, la Ley 610 de 2000 establece el objeto de la responsabilidad fiscal, que no es 
otro que el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como 
consecuencia de la conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión fiscal, tal norma 
dispone: 
 

“ARTÍCULO 3°: Gestión fiscal. Para los efectos de la presente ley, se entiende por gestión fiscal el 
conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores públicos y 
las personas de derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes 
a la adecuada y correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, 

 
1 Sentencia SU-620 de 1996. 
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explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes 
públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines 
esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, 
equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos 
ambientales.”  
 
“ARTICULO 4o. OBJETO DE LA RESPONSABILIDAD FISCAL. La responsabilidad fiscal tiene por 
objeto el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la 
conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión fiscal mediante el pago de una indemnización 
pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.  
 
Para el establecimiento de responsabilidad fiscal en cada caso, se tendrá en cuenta el cumplimiento 
de los principios rectores de la función administrativa y de la gestión fiscal.  
 
PARÁGRAFO 1o. La responsabilidad fiscal es autónoma e independiente y se entiende sin perjuicio 
de cualquier otra clase de responsabilidad.  
 
PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo INEXEQUIBLE2> El grado de culpa a partir del cual se podrá 
establecer responsabilidad fiscal será el de la culpa “leve”. 
 
“Artículo 5°. Elementos de la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal estará integrada por 
los siguientes elementos: 
 - Una conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza gestión fiscal.  
- Un daño patrimonial al Estado.  
- Un nexo causal entre los dos elementos anteriores.”  
 
“Artículo 6°. Daño patrimonial al Estado. Para efectos de esta ley se entiende por daño patrimonial 
al Estado la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, 
detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses 
patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, 
inequitativa e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos 
y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, 
programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías. Dicho daño podrá 
ocasionarse por acción u omisión de los servidores públicos o por la persona natural o jurídica de 
derecho privado, que en forma dolosa o culposa produzcan directamente o contribuyan al detrimento 
al patrimonio público”3. 

 
A su vez, el artículo 53 ibídem, consagra: 
 

“ARTÍCULO 53. FALLO CON RESPONSABILIDAD FISCAL. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> El 
funcionario competente proferirá fallo con responsabilidad fiscal al presunto responsable fiscal 
cuando en el proceso obre prueba que conduzca a la certeza de la existencia del daño al patrimonio 
público y de su cuantificación, de la individualización y actuación cuando menos con culpa leve del 
gestor fiscal y de la relación de causalidad entre el comportamiento del agente y el daño ocasionado 
al erario, y como consecuencia se establezca la obligación de pagar una suma líquida de dinero a 
cargo del responsable”4.  

 
Por su parte, la Corte Constitucional mediante la sentencia SU-620 de 13 de noviembre de 
1996, con ponencia del Magistrado doctor Antonio Barrera Carbonell, señaló que “el 
proceso de responsabilidad fiscal conduce a obtener una declaración jurídica, en la cual se 

 
2 Sentencia C-619 de 2002, Magistrados ponentes Doctores Jaime Córdoba Triviño y Rodrigo Escobar Gil. 

3 El texto subrayado fue declarado inexequible mediante Sentencia C-340 de 2007, Magistrado ponente doctor Rodrigo Escobar Gil.  

4 La sentencia de la Corte Constitucional C-619 de 8 de agosto de 2002, declaró inexequible el parágrafo 2° del artículo 4° y la expresión 
“leve” del artículo 53, pero no por considerar que la culpa sea ajena a la responsabilidad fiscal, sino por exigirla en la modalidad de la 
culpa leve; en este sentido la Corte Constitucional consideró que “el criterio normativo de imputación no podía ser mayor al establecido 
por la Constitución Política en el inciso 2° de su artículo 90 para el caso de la responsabilidad patrimonial de los agentes frente al Estado”, 
por conducta dolosa o gravemente culposa. 
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precisa con certeza que un determinado servidor o particular debe cargar con las 
consecuencias que se derivan por sus actuaciones irregulares en la gestión fiscal que ha 
realizado y que está obligado a reparar el daño causado al erario público por su conducta 
dolosa o culposa … . Para la estimación del daño debe acudirse a las reglas generales 
aplicables en materia de responsabilidad; por lo tanto, entre otros factores que han de 
valorarse, debe considerarse que aquel ha de ser cierto, especial, anormal y cuantificable 
con arreglo a su real magnitud. …En efecto, en la investigación se va a establecer la certeza 
de los hechos investigados, la incidencia de éstos en la gestión fiscal y a qué personas en 
concreto se les puede imputar la responsabilidad por las irregularidades cometidas”. 
 
La misma Corporación, mediante sentencia C-840 de 20015, frente a la estimación del daño, 
sostuvo lo siguiente: 
 

“… destaca el artículo 4 el daño como fundamento de la responsabilidad fiscal, de modo que si no 
existe un perjuicio cierto, un daño fiscal, no hay cabida para la declaración de dicha 
responsabilidad.  Por consiguiente, quien tiene a su cargo fondos o bienes estatales sólo responde 
cuando ha causado con su conducta dolosa o culposa un daño fiscal.  El perjuicio material se repara 
mediante indemnización, que puede comprender tanto el daño emergente, como el lucro cesante, 
de modo que el afectado quede indemne, esto es, como si el perjuicio nunca hubiera ocurrido.  Así, 
"el resarcimiento del perjuicio, debe guardar correspondencia directa con la magnitud del daño 
causado mas no puede superar ese límite." Y no podría ser de otro modo, pues de indemnizarse 
por encima del monto se produciría un enriquecimiento sin causa, desde todo punto de vista 
reprochable.  … . 
 
Así las cosas, "el proceso de responsabilidad fiscal conduce a obtener una declaración jurídica, en 
la cual se precisa con certeza que un determinado servidor público o particular debe cargar con las 
consecuencias que se derivan por sus actuaciones irregulares en la gestión fiscal que ha realizado 
y que está obligado a reparar el daño causado al erario público, por su conducta dolosa o culposa”.  
 
Ahora bien, con respecto al daño, está el Corporación ha sostenido: 
 
"Para la estimación del daño debe acudirse a las reglas generales aplicables en materia de 
responsabilidad; por lo tanto, entre otros factores que han de valorarse, debe considerarse que aquél 
ha de ser cierto, especial, anormal y cuantificable con arreglo a su real magnitud. En el proceso de 
determinación del monto del daño, por consiguiente, ha de establecerse no sólo la dimensión 
de éste, sino que debe examinarse también si eventualmente, a pesar de la gestión fiscal 
irregular, la administración obtuvo o no algún beneficio.” (Resalta la Sala fuera de texto). 
 
 

ii) Elementos constitutivos de la responsabilidad fiscal 

Es pertinente indicar que la responsabilidad fiscal tiene como finalidad obtener una 
declaración jurídica, en la cual se establezca con certeza que un servidor público o 
particular debe cargar con las consecuencias que se derivan de las actuaciones irregulares 
en la gestión fiscal que ha realizado y por lo tanto está en la obligación de reparar el daño 
causado al erario público, por su conducta dolosa o gravemente culposa. 

Así, a la luz del artículo 5 de la Ley 610 de 2000 modificado por el artículo 125 del Decreto 
Ley 403 de 2020, la responsabilidad fiscal en resumen la configuran tres elementos: una 
conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza gestión Fiscal, un daño 
patrimonial al Estado, y un nexo causal entre los dos elementos anteriores. 
Entonces, este Despacho con el objeto de determinar la confluencia de los requisitos antes 
descritos, para analizar la concurrencia de la responsabilidad fiscal frente a cada uno de los 

 
5 Magistrado ponente doctor JAIME ARAUJO RENTERÍA. 
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investigados, realizará un análisis conceptual, jurídico y probatorio de cada uno de los 
elementos constitutivos de la responsabilidad fiscal dentro del proceso de la referencia, no 
sin acotar que estas consideraciones deben tenerse en cuenta íntegramente con lo 
estudiado y decidido en el acápite denominado “ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS DE 
DEFENSA DE LOS SUJETOS PROCESALES” 
 
1. Daño patrimonial al Estado.  

De conformidad con lo establecido en el artículo 6º de la Ley 610 de 2000 modificado por 
el artículo 126 del Decreto Ley 403 de 2020., el daño patrimonial al Estado está definido 
como:   

“(…) la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, 
detrimento, pérdida, o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses patrimoniales 
del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, e inoportuna, que 
en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del 
Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los sujetos 
de vigilancia y control de los órganos de control fiscal. Dicho daño podrá ocasionarse como 
consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de quienes realizan gestión fiscal o de 
servidores públicos o particulares que participen, concurran, incidan o contribuyan directa o 
indirectamente en la producción del mismo.  

La Corte Constitucional en sentencia C- 340 de 2007 sobre el tema en particular precisó:  
 

“(…) En primer lugar la norma contiene una descripción del daño como fenómeno objetivo. De acuerdo 
con la norma que se estudia, para que exista responsabilidad fiscal debe haber una “lesión del 
patrimonio público” sin la cual no existe daño patrimonial al estado. El legislador utiliza el concepto 
jurídico de “lesión” para precisar el concepto general de “daño” lo cual implica que debe tratarse de un 
daño antijurídico (…) .Luego prescribe el contenido de la lesión, al indicar que esta puede constituir el 
menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento pérdida o deterioro (…)” 

Entonces, este Despacho con el objeto de determinar la confluencia de los requisitos antes 
descritos, realizará un análisis conceptual, jurídico y probatorio de cada uno de los 
elementos constitutivos de la responsabilidad fiscal dentro del proceso de la referencia. 
 
Tal elemento sine qua non de la responsabilidad fiscal, se encuentra descrito en el artículo 
6 de la Ley 610 de 2000, el cual a la luz de la Sentencia C-340/07, emitida por la Honorable 
Corte Constitucional se describe de la siguiente manera: 
 
Para que exista responsabilidad fiscal debe haber una “lesión del patrimonio público”, sin la 
cual no existe daño patrimonial al Estado. El legislador utiliza el concepto jurídico de “lesión” 
para precisar el concepto general de “daño” lo cual implica que debe tratarse de un daño 
antijurídico. 
 
A renglón seguido, la norma señala cual es el objeto sobre el que recae la lesión y expresa 
que éste pueden ser los bienes o recursos públicos, o los intereses patrimoniales del 
Estado. Luego describe el contenido de la lesión, al indicar que ésta puede consistir en 
menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro. 
 
En segundo lugar, la norma contiene el criterio de imputación del daño antijurídico, y precisa 
que el mismo debe ser el resultado de una gestión fiscal (la cual ya ha sido estudiada de 
manera particular para cada uno de los sujetos procesales en el acápite anterior de esta 
decisión) por servidor público o particular que obra con dolo o culpa. 
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Luego, se hace necesario señalar que la expresión “intereses patrimoniales” es una 
referencia al objeto sobre el que recae el daño. De manera general puede decirse que el 
objeto del daño es el interés que tutela el derecho y que, tal como se ha reiterado por la 
jurisprudencia constitucional, para la estimación del daño debe acudirse a las reglas 
generales aplicables en materia de responsabilidad, razón por la cual entre otros factores 
que han de valorarse, están la existencia y certeza del daño y su carácter cuantificable con 
arreglo a su real magnitud.6 De este modo, no obstante la amplitud del concepto de interés 
patrimonial del Estado, el mismo es perfectamente determinable en cada caso concreto en 
que se pueda acreditar la existencia de un daño susceptible de ser cuantificado. Tal como 
se puso de presente en la Sentencia C-840 de 20017, los daños al patrimonio del Estado 
pueden provenir de múltiples fuentes y circunstancias. Así, la expresión intereses 
patrimoniales del Estado se aplica a todos los bienes, recursos y derechos susceptibles de 
valoración económica cuya titularidad corresponda a una entidad pública, y del carácter 
ampliamente comprensivo y genérico de la expresión, que se orienta a conseguir una 
completa protección del patrimonio público. 
 
De contera, el daño en la responsabilidad fiscal, existen dos rasgos especiales, el primero 
de ellos es que debe obedecer a una actividad propia de la gestión fiscal, y el segundo se 
identifica el daño fiscal propiamente dicho, es decir, como aquella conducta lesiva, tiene 
unos verbos rectores o actividades que le son propios o únicos, razón por la cual se hace 
necesario estudiar el caso concreto para cada uno de ellos. 

Del daño en el caso concreto 
 
Como bien se expuso desde el auto de imputación, observa el Despacho que el daño 
patrimonial se ocasionó por la presencia de presuntos sobrecostos en algunos ítems, del 
contrato de obra No. 611 de 2013, según informe y estudio de auditoría fiscal. Inicialmente 
en dicho estudio, la Auditoría Fiscal de la Contraloría Municipal de Tunja, encontró posibles 
irregularidades en la ejecución del contrato de obra No. 611 de 2013, que tenía por objeto 
la “Adecuación, mejoramiento y mantenimiento de las diferentes dependencias de la 
administración municipal” y del cual se evidencia un presunto daño patrimonial, en razón a 
que la Alcaldía Mayor de Tunja de forma inadecuada, se equivocó en el cálculo de mano 
de obra (cuadrilla) de los ítems de pintura interior para carpintería metálica (esmalte s/marco 
lámina 3 manos), pintura para muro tipo 1 (estuco y vinilo (tipo 1) manos en muro) y pintura 
para techo tipo 1 (estuco y vinilo (tipo 1) 3 manos bajo placa), los cuales conllevaron a que 
se origine un posible sobrecosto por valor de $18.152.802,31 (En su momento), que surge 
de la diferencia entre el valor pagado en el contrato y del valor calculado por el grupo auditor 
de la Contraloría Municipal de Tunja. Vinculando como responsables fiscales a: JOHN 
ERNESTO CARRERO VILLAMIL - Secretario de Infraestructura-, CLAUDIA CONTANZA 
FLECHAS QUINTERO -Supervisora del Contrato de Obra No. 611-2013 - y  HECTOR 
MAURICIO OCHOA GARCIA -Contratista - (Fls. 46 a 57). 
 
No obstante lo anterior, la suma de dinero indicada fue adecuada, de acuerdo a las 
aclaraciones y complementaciones que se hicieron al dictamen pericial por parte de la 
Ingeniera EDITH NAYIBE VARGAS VACCA, profesional especializado de la Auditoría 
Fiscal y que soporta como prueba en firme la existencia y cuantificación del daño. 
 

 
6   Cfr. Sentencias SU-620 de 1996, M.P. Antonio Barrera Carbonell y C-840 de 2001, M.P. Jaime Araujo Rentería. 
7 M.P. Jaime Araujo Rentería. 
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En el sub examine, observa el Despacho que el presunto daño patrimonial se ocasionó por 
no acatar el deber de cuidado de los implicados fiscales, corroborando las condiciones 
especiales de mercado (partiendo de la base de los precios de referencia -para el caso 
precios de gobernación- y adicionando los ingredientes particulares de esta contratación -
trabajo nocturno, movilización de muebles, etc.), que ocasionaron un presunto sobrecosto 
de acuerdo al análisis realizado por la profesional de la Oficina de Auditoría (Fls.  118 a 
121)  

 
En el caso que nos ocupa estudiar en el presente proceso, la afectación al erario, que afecta 
directamente al Estado producto del presunto sobrecosto, es la diferencia existente entre el 
valor pagado y el análisis del precio realizado por la oficina antedicha mediante oficio AF-
110-457, bajo el siguiente análisis: 

 
El valor contractual, es decir el efectivamente pagado por el municipio (Fl. 428), para los 
ítems objeto de discusión son: 

 
VALOR PAGADO POR EL MUNICIPIO 

 
Ítem Nombre Cantidad Medida  

Precio 
Unitario 

VALOR 
TOTAL POR 
ITEM 
(Cantidad 
*precio 
unitario) 

8 
Pintura interior para carpintería metálica (Esmalte lamina 
3 manos) 441,99 

Metro Lineal 
(ML) $18.000,00 $7.955.820,00 

10 
Pintura para muro tipo 1  ( estuco y vinilo (Tipo 1) 3 
manos en muro) 648,56 

Metro 
Cuadrado 
(m2) $21.000,00 $13.619.760,00 

22 
Pintura para techo tipo 1 (estuco y vinilo  (tipo 1) 3 
manos bajo placa 513,49 

Metro 
Cuadrado 
(m2) $21.000,00 $10.783.290,00 

 
VALOR CALCULADO SEGÚN PRECIO UNITARIO CALCULADO POR CONTRALORÍA 

 
Ítem Nombre Cantidad Medida  

Precio 
Unitario 

VALOR TOTAL 
POR ITEM 
(Cantidad 
*precio 
unitario) 

8 
Pintura interior para carpintería metálica (Esmalte 
lamina 3 manos) 441,99 

Metro Lineal 
(ML) $7.496,36 $3.313.316,16 

10 
Pintura para muro tipo 1  ( estuco y vinilo (Tipo 1) 3 
manos en muro) 648,56 

Metro 
Cuadrado 
(m2) $10.769,76 $6.984.833,92 

22 
Pintura para techo tipo 1 (estuco y vinilo  (tipo 1) 3 
manos bajo placa 513,49 

Metro 
Cuadrado 
(m2) $14.265,90 $7.325.398,79 

 
Para llegar a esta conclusión: 
 

ITEM CANTIDAD 
V 
UNITARIO 

VALOR  
UNITARIO 
CALCULADO 

VALOT TOTAL 
CONTRATADO 

VALOR  
CALCULADO DIFERENCIA 

PINTURA INTERIOR PARA CARPINTERIA  
METALICA 441,99 

 $   
18.000,00   $  7.496,36  

 $      
7.955.820,00  

 $      
3.313.316,16  

 $        
4.642.503,84  

PINTURA PARA MURO TIPO 1 648,56 
 $   
21.000,00   $ 10.769,76  

 $   
13.619.760,00  

 $      
6.984.833,92  

 $        
6.634.926,08  

PINTURA PARA TECHO TIPO 1 513,49 
 $   
21.000,00   $  14.265,90  

 $   
10.783.290,00  

 $      
7.325.398,79  

 $        
3.457.891,21  

TOTAL SOBRECOSTO       
 $   
32.358.870,00  

 $   
17.623.548,87  

 $     
14.735.321,13  

TOTAL SOBRE COSTO INCLUYENDO AIU 
DEL 22%           

 $     
17.977.091,78  

 
 

8 Documento encontrado en el DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, de nombre “actas de 
terminación recibo y liquidación cto 611”. Pág. 13 y 14 
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La diferencia del valor pagado y el proyectado por la CMT, constituye la suma efectiva del 
presente detrimento (SIN INDEXACIÓN), es decir la suma de DIECISIETE MILLONES 
NOVECIENTOS DIECISIETE MILLONES NOVECIENTOS SETENTA Y SIETE MIL NOVENTA 
Y UN PESOS CON SETENTA Y OCHO CENTAVOS ($17.977.091,78) M/Cte. 
 
Conduciendo a la suscripción de Acta de Liquidación del Convenio (Fl. 15 y 16), sin verificar por 
parte de los implicados fiscales, el mayor valor pagado frente a la realidad del mercado, 
determinándose con este presunto sobrecosto. El daño antijurídico referido renglones atrás, es 
el resultado de una gestión fiscal, llevada a cabo por una serie de supuestos que no suplen o 
justifican la fijación del precio, sobrevinientes por las desatenciones de los implicados fiscales, 
en cabeza de la Supervisora del contrato, , de acuerdo con las reglas generales en materia de 
responsabilidad, estudiadas desde las pruebas allegadas al expediente y explanadas a 
continuación: 
 
En primer lugar, presentamos la versión libre rendida por CLAUDIA CONSTANZA FLECHAS 
QUINTERO  – (fl. 72), en el que hizo saber al Despacho, lo siguiente: 

“… En mi condición de supervisora del contrato 611 del 2013, revisé los documentos 
contentivos del Estudio Previo, identificando un oficio, remitido por el secretario de despacho, de 
contratación licitaciones y suministro, allega el oficio en(1 folio), en el cual solicita el trabajo 
horas no laborales, con este principio exigía el contratista, la ejecución de la obras, el día 17 de 
agosto del 2013, aportó el oficio en (1 folio), en el cual se le informa que las incrementos en 
el valor del trabajo nocturno, y/o por el movimiento de muebles, ya en desarrollo del 
contrato, se vio la necesidad, en la creación, de necesidades no previstas, tal como el órgano de 
control existe un sobre costo, en este punto, quiero recalcar que el análisis de precios unitarios 
no solo tuvo en cuenta, la resolución de precios adoptada por el Municipio, y expedida por la 
Gobernación de Boyacá, en el año 2020, sino también, las condiciones especiales y las 
nocturno, y la necesidad de incluir en la actividad el movimiento de muebles de oficina, es 
así que creó el ítem pintura para techo tipo1, del cual allego análisis de precios unitarios en (1 
folio), en el que se observa, los valores tanto de materiales como de equipo, como de mano de 
obra en su valor unitario(…).  (Subrayado y Negrilla Fuera de Texto) 

Aunado a lo anterior, la versión libre dada por JHON ERNESTO CARRERO VILLAMIL, visto a 
folio 81 del expediente, refiere: 

“… que hubo un requerimiento por parte de la secretaría administrativa, para adecuar algunas 
secretarías de la alcaldía realizándoles mantenimiento, una vez tenemos este requerimiento y 
hablamos con los secretarios de las dependencias, donde vamos a realizar sus trabajos, ellos 
nos exponen, que es importante e para mejorar el ambiente laboral de las personas que trabajan 
allí, realizar estos mantenimientos de las dependencias, pero que nos ruegan el favor, pero 
que no lo hagamos durante horarios laborales, sino en horas de la noche y fines de 
semana, para no causar traumatismos en la atención al públicos. en base a esto, se hace una 
pu [APU] nuevo, donde en este queda, el precio de los materiales de los elementos, y el 
precio de la mano de obra, igual al de la resolución de ese momento de la gobernación, lo que 
variamos fue el rendimiento porque las personas iban a laborar de noche y los fines de semana, 
luego se  tenía que cancelar una mano de obra, más alta de la que normalmente se paga(…) No 
era el hecho de desocupar las oficinas, sino que debían mover los muebles, desocuparon 
para el piso, y luego otro día realizaron la pintura, todo esto tuvo un sobrecosto porque se 
hizo de noche, ya que las oficinas no dejaron de funcionar.” (Subrayado y Negrilla Fuera de 
Texto) 

Estas nuevas condiciones que manejan los implicados en las versiones libres, fueron 
expuestas a la profesional de Auditoría, Ing. EDITH NAYIVE VARAS VACCA, quien analiza 
el informe pericial inicial con los nuevos elementos de juicio, y precisa que no obstante el 
valor con estos rendimientos de mano de obra no era el inicialmente proyectado por la 
Auditoría Fiscal, sigue persistiendo un presunto detrimento patrimonial: “Por las 
especificaciones anteriores el presunto daño patrimonial sería por valor de $17.977.091,78 
y no por el valor de $18.152.091,29” (folio 121) 
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De igual forma una vez finalizada la controversia de dicho dictamen, en pleno respeto al 
derecho de defensa y contradicción de prueba, la misma profesional en oficio AF-110-1567 
(fl 292 y s.s.) ratifica el concepto respecto al detrimento indicando: 
 

“Por último se mantiene el concepto generado en el mes de abril en donde se calculó un 
daño por valor de  17.977.091,78” (fl 205) 

 
De lo anterior, podemos extraer que no es posible inferir por parte de este Despacho que, 
en los ítems 8, 10 y 22 del Contrato 611 de 2013, haya sido ejecutados bajo condiciones 
normales de mercado, debido a la ausencia de soportes que permitan evidenciar que el 
precio está suplido por circunstancias especiales, rendimiento de mano de obra, o 
movilización de muebles según lo hasta aquí escrito. 

En consecuencia, dentro del caso objeto de estudio, que existe prueba controvertida y en 
firme que dan certeza absoluta de la existencia de un  daño patrimonial equivalente al pago 
de unos ítems ajenos a las condiciones del mercado, es decir, con sobrecosto si se 
comparan las condiciones contratadas con los precios dispuestos en la Resolución de la 
Gobernación de Boyacá, para los ítems ya estudiados, por lo tanto se desconoció la norma 
referida y con ello los precios reales del mercado que se enmarcaron en las particularidades 
contratadas  y con ello se  causó el daño patrimonial, el cual es evidenciado de las diferentes 
copias que obran en el expediente, que logran cuantificar el daño por el valor de 
DIECISIETE MILLONES NOVECIENTOS SETENTA Y SIETE MIL NOVENTA Y UN 
PESOS CON SETENTA Y OCHO CENTAVOS ($17.977.091,78) M/Cte (SIN 
INDEXACIÓN), según desagregado ya referido. 
 
Conforme la tabla anterior, habrá de señalarse que el valor del daño causado al patrimonio 
al Municipio, se calcula teniendo en cuenta que en los nueve casos el comparendo se impuso 
por valor  
 
Bajo tal escenario, se encuentra plenamente acreditada la existencia del daño al patrimonio 
del municipio de Tunja, así como su cuantificación, por lo cual, compete ahora examinar si el 
mismo fue causado por la conducta dolosa o gravemente culposa de los implicados. 

2. De la conducta dolosa o gravemente culposa de quienes realizan gestión fiscal  

Es el elemento subjetivo de la Responsabilidad Fiscal, el cual refiere al comportamiento 
activo u omisivo de carácter doloso o culposo que provoca un daño al patrimonio público, 
atribuible al agente que realiza gestión fiscal. 

En relación con el criterio de imputación en esta clase de Responsabilidad, la Corte 
Constitucional en sentencia C-6189 de 2002, definió que los gestores fiscales responderán 
fiscalmente por sus acciones u omisiones de carácter doloso o gravemente culposo. 

A su turno, la Ley 1474 de 2011, introdujo presunciones de dolo y culpa grave en relación 
con la responsabilidad fiscal, veamos: 

Artículo 118. Determinación de la culpabilidad en los procesos de responsabilidad fiscal. El grado 
de culpabilidad para establecer la existencia de responsabilidad fiscal será el dolo o la culpa grave. 

Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con dolo cuando por los mismos hechos haya sido condenado 
penalmente o sancionado disciplinariamente por la comisión de un delito o una falta disciplinaria imputados 
a ese título. 
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Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con culpa grave en los siguientes eventos: 

a) Cuando se hayan elaborado pliegos de condiciones o términos de referencia en forma incompleta, 
ambigua o confusa, que hubieran conducido a interpretaciones o decisiones técnicas que afectaran la 
integridad patrimonial de la entidad contratante; 

b) Cuando haya habido una omisión injustificada del deber de efectuar comparaciones de precios, ya sea 
mediante estudios o consultas de las condiciones del mercado o cotejo de los ofrecimientos recibidos y se 
hayan aceptado sin justificación objetiva ofertas que superen los precios del mercado; 

c) Cuando se haya omitido el cumplimiento de las obligaciones propias de los contratos de interventoría o 
de las funciones de supervisión, tales como el adelantamiento de revisiones periódicas de obras, bienes o 
servicios, de manera que no se establezca la correcta ejecución del objeto contractual o el cumplimiento 
de las condiciones de calidad y oportunidad ofrecidas por los contratistas; 

d) Cuando se haya incumplido la obligación de asegurar los bienes de la entidad o la de hacer exigibles 
las pólizas o garantías frente al acaecimiento de los siniestros o el incumplimiento de los contratos; 

e) Cuando se haya efectuado el reconocimiento de salarios, prestaciones y demás emolumentos y haberes 
laborales con violación de las normas que rigen el ejercicio de la función pública o las relaciones laborales. 

NOTA: Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-512 de 
2013. 

Ahora bien, hemos de precisar que la Responsabilidad Fiscal no es universal para todos los 
servidores o particulares, pues para que ésta pueda endilgarse, el agente debe tener la 
condición de gestor fiscal. 

No es suficiente entonces que el funcionario o particular haya cometido una conducta dolosa o 
culposa que genere un daño patrimonial, sino que tal conducta debe estar referida a la gestión 
fiscal. 

Justamente, la Ley 42 de 1993, define los criterios de una correcta gestión fiscal:  

Artículo 8º.- La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la eficiencia, la economía, la 
eficacia, la equidad y la valoración de los costos ambientales, de tal manera que permita determinar en la 
administración, en un período determinado, que la asignación de recursos sea la más conveniente para 
maximizar sus resultados; que en igualdad de condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan 
al menor costo; que sus resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con sus objetivos y 
metas. 

Pese a que dicha disposición fue derogada expresamente por el decreto ley 403 de 2020, es 
dicha norma la que en su artículo 4 la que define los  Principios de la vigilancia y el control 
fiscal, en los que se resalta que la gestión fiscal debe actuar conforme a los siguientes 
principios: la eficiencia, eficacia, equidad, economía, concurrencia, coordinación, valoración 
de costos ambientales entre otros, todos concentrados a que los recursos públicos sean 
asignados y utilizados de la manera más conveniente para que se maximicen sus resultados 
con costos iguales o menores. 
En tal sentido, cuando el autor o partícipe del daño al patrimonio público no tiene poder jurídico 
para manejar los fondos o bienes del Estado afectados, el proceso atinente al resarcimiento del 
perjuicio causado será otro diferente, no el de responsabilidad fiscal. 

Así, el artículo 3 de la Ley 610 de 2000 señala el concepto de gestión fiscal, la cual se entiende 
como:   

“(…) el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores  públicos y 
las personas de derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos y las personas de 
derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta 
adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, 
adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la recaudación manejo e 
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inversión de sus rentas en orden de cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los principios de 
legalidad, eficiencia, economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y 
valoración de los costos ambientales.”  

Luego, por mandato legal y constitucional en las actuaciones administrativas se debe 
determinar o establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares que 
manejen bienes o recursos públicos o que realicen una gestión fiscal inadecuada que lesionen 
el patrimonio estatal.  

A su vez, la Corte Constitucional se refirió a los servidores públicos que ejercen gestión fiscal 
en la sentencia C- 840 de 2001, Magistrado Ponente, Jaime Araujo Rentería, en los siguientes 
términos:  

“Como bien se aprecia, se trata de una definición que comprende las actividades económicas, jurídicas y 
tecnológicas como universo posible para la acción de quienes tienen la competencia o capacidad para 
realizar uno o más de los verbos asociados al tráfico económico de los recursos y bienes públicos, en orden 
a cumplir los fines esenciales del Estado conforme a unos principios que militan como basamento, 
prosecución y sentido teleológico de las respectivas atribuciones y facultades. Escenario dentro del cual 
discurren, entre otros, el ordenador del gasto, el jefe de planeación, el jefe jurídico, el almacenista, el jefe de 
presupuesto, el pagador o tesorero, el responsable de la caja menor, y por supuesto, los particulares que 
tengan capacidad decisoria frente a los fondos o bienes del erario público puestos a su cargo. 

(…) 

La responsabilidad fiscal únicamente se puede pregonar respecto de los servidores públicos y 
particulares que estén jurídicamente habilitados para ejercer la gestión fiscal, es decir, que tengan poder 
decisorio sobre los fondos o bienes del Estado puestos a disposición. Advirtiendo que esa especial 
responsabilidad está referida exclusivamente a los fondos o bienes públicos que hallándose bajo el radio de 
acción del titular de la gestión fiscal, sufran detrimento en la forma y condiciones prescritas por la ley”.  

Así, los destinatarios del control fiscal son todos aquellos que profieran decisiones de gestión 
fiscal y quienes desempeñen funciones de ordenación del gasto, control, dirección, coordinación 
y asesoramiento, en la función pública, contratistas y particulares, es decir, toda persona natural 
o jurídica que directa o indirectamente se hayan relacionado en la prestación de servicios en 
forma dependiente o independiente, que con su acción y/u omisión causaren detrimento al 
Tesoro Público. 

En este sentido lo primero es precisar que la responsabilidad fiscal, no es universal o general 
para todos los servidores públicos o particulares9, ese ámbito del deber se aplica únicamente a 
los gestores fiscales, como elemento orgánico, es decir, cuando el daño fiscal sea consecuencia 
de la conducta de una persona que tenga la titularidad jurídica para manejar los fondos o bienes 
del Estado materia del detrimento, procederá la apertura del correspondiente proceso de 
responsabilidad fiscal, sea que su intervención haya sido directa o con ocasión a ésta.  

Para el caso que nos ocupa es menester, centrar nuestra atención en el presunto detrimento 
patrimonial, que emerge de la suscripción y ejecución del Contrato No. 611 de 2013, donde las 
siguientes personas se convierten en gestores fiscales, por lo que se expondrá a continuación: 

ü JOHN ERNESTO CARRERO VILLAMIL, quien se identifica con cédula de ciudadanía No. 
7.160.233 expedida en Tunja, en su condición de Secretario de Infraestructura del 
Municipio de Tunja (para la época de los hechos). 

Frente a éste implicado debemos decir que la gestión fiscal imputada, nace con la suscripción 
de los estudios previos (fl. 4210), y finalmente quien imparte aprobación al análisis de precios 

 
9 Sentencia C-840 de 2003 MP. Clara Inés Vargas Hernández  
10 Documento encontrado en el DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, de nombre “ESTUDIOS 
PREVIOS CTO 611 DE 2013”. Pág. 33 
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unitarios de los ítems controvertidos (fl. 4211), es decir, quien en virtud de la titularidad jurídica 
que tenía para aquél momento – Encargado de la proyección de los estudios previos en el 
ámbito de su competencia y por consiguiente de fijar y aprobar reformas a los precios de las 
obras de infraestructura, según su manual de funciones: “1. Evaluar, en coordinación con la 
Oficina de Planeación y las demás dependencias, las necesidades de obra del Municipio, para 
diseñar los programas de ejecución de obras, indispensables para satisfacer las necesidades 
de la comunidad” (fl. 136) y, quien actuó desde la etapa Precontractual - Aprobación de los 
estudios de necesidad, oportunidad y conveniencia para la realización del contrato, con fecha 
abril-2013. 

Sin necesidad de mayor análisis, se desprende de lo dicho que, el secretario de Infraestructura 
señor CARRERO VILLAMIL, es quien finalmente lleva a su cargo el principio de planeación 
desde el punto de vista técnico y consigo de determinación del valor proyectado contractual en 
las contrataciones de obra pública del municipio, siendo el Contrato 611 de 2013 uno de ellos.  

En lo que respecta a la ejecución del mismo contrato, es importante resaltar que su firma en la 
correspondiente acta de liquidación del Contrato referido, lo que ratifica su conocimiento de las 
cantidades ejecutadas y los precios pagados (fl. 4212). 

De lo expuesto, podemos decir que la falta de cuidado del implicado se traduce en la aprobación 
de análisis de precios y proyectar estudios, sin prestar la atención necesaria a las condiciones 
reales de mercado, hace que en términos de la jurisprudencia no sean suficientemente serio, 
completos y ante todo justificados a una realidad contractual objetiva. 

Se reitera que la jurisprudencia indica que el análisis del valor del contrato debe tener estas 
características: 

“(…) los costos, valores y alternativas que, a precios de mercado reales, podría demandar la 
celebración y ejecución de esa clase de contrato, consultando las cantidades, especificaciones, 
cantidades de los bienes, obras, servicios, etc., que se pretende y requiere contratar, así como la 
modalidad u opciones escogidas o contempladas para el efecto(…)”13. (Subrayado y Negrilla fuera de 
Texto) 

Es claro par este despacho que analizadas las circunstancia que han expuesto los implicados 
fiscales respecto alas condiciones contractuales (trabajo en horarios no laborales), y las 
adecuaciones técnicas realizadas por la auditoría fiscal, que existe una diferencia considerable 
entre los ítems pagados y los ítems que debieron ser reconocidos, es decir, la presencia de 
sobrecostos, lo que hace que el Secretario de Infraestructura deba responder en el presente 
proceso, por su actuar ineficiente en la preservación del recurso público. 

ü CLAUDIA CONTANZA FLECHAS QUINTERO identificada con cédula de ciudadanía No. 
33.369.095 expedida en Tunja, en calidad de SUPERVISORA del Contrato 611 de 2013. 
(para la época de los hechos). 
 

En primer lugar viene al caso centrar nuestra atención en este sujeto procesal, en lo relacionado 
a la calidad ostentada “Supervisor”, del cual nace de la suscripción del Contrato 611 de 2013 , en el 
articulado, el que dice a la letra: 
 

“CLÁUSULA OCTAVA- SUPERVISIÓN: La supervisión del presente contrato estará 
a cargo de la Arquitecta Claudia Flechas Quintero, profesional de la Secretaría de 
Infraestructura del municipio. (…)”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
11 Documento encontrado en el DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, de nombre “ANALISIS DE 
PRECIOS UNITARIOS ÍTEMS 8 Y 10”. Pág. 1 y 2 
12 Documento encontrado en el DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, de nombre “actas de 
terminación recibo y liquidación cto 611”. Pág. 13 y 14 
13 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 31 de agosto de 2006, Exp. 14287. 
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A pesar de no existir en el expediente del Contrato, documento alguno con el cual se le 
comunica al señor Parada Rodríguez su calidad como Supervisor, encontramos en el Acta de 
Modificación (fl. 4214), junto a su rúbrica la palabra “Supervisora Infraestructura” y en Acta de 
Terminación, Recibo a Satisfacción y liquidación nuevamente la indicación acompañada de la 
respectiva firma de “Supervisora” (fl. 4215), de lo cual es dable concluir, que la Supervisión del 
Contrato estuvo a cargo de la arquitecta  CLAUDIA CONTANZA FLECHAS QUINTERO. 
 
Ahora bien, acompañando lo esbozado anteriormente, tenemos el contenido del Contrato de 
Prestación de Servicios No. 007 del quince (15) de enero de 2013, cuyo objeto es: 
“PRESTACIÓN DE SERVICIOS ESPECIALIZADOS EN LA SECRETARÍA DE 
INFRAESTRUCTURA” (fls. 33 a 38), en el cual se manifiesta en cuanto a las actividades: 
 

“… 1)Que en la actual la Secretaría de infraestructura  tiene a su cargo funciones de: a) control Urbano 
b) técnica, y d) Gestión del riesgo, y de acuerdo con el gran volumen de actividades a ejecutar en 
esta área se requiere de la contratación de un arquitecto especialista para que se apoyen las 
funciones técnicas y administrativas de la Secretaría de Infraestructura(…) 
 
CLAUSULA PRIMERA.- OBJETO: La CONTRATISTA se obliga para con EL MUNICIPIO a 
PRESTAR LOS SERVICIOS ESPECIALIZADOS EN LA SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA DE 
LA CIUDAD DE TUNJA.  
(…) 
 
CLAUSULA SEXTA.- OBLIGACIONES DE LA CONTRATISTA: (…) 2) Desarrollar las actividades 
que se describen a continuación: A.- Elaborar proyectos, presupuestos de obras, en la Metodología 
General Ajustada. (…)5) Obrar con diligencia y cuidado necesario en los asuntos que le asigne el 
supervisor del contrato[16] realice por escrito. 6) Seguir las indicaciones que el supervisor del contrato 
realice por escrito[17]”. (Fls. 33 y 34) (…)”18. (Subrayado y Negrilla fuera de Texto) 

 
De allí, que se desglose como gestor fiscal a la Arquitecta FLECHAS QUINTERO, puesto que 
su conducta, es la que finalmente desarrolla como consecuencia directa la apertura del proceso 
de responsabilidad fiscal, toda vez que, en su condición de supervisora, fue facultada por el 
MUNICIPIO DE TUNJA, para disponer sobre los bienes y fondos puestos a su disposición en 
virtud del contrato hoy objeto de estudio, quien con ocasión de su actividades contractuales 
descritas, tenía bajo su custodia la obligación de velar por la correcta inversión de los recursos 
públicos en la obra, y obrar con diligencia y precaución de tal forma que la aprobación de nuevos 
ítems no previstos estuvieran ajustados a las condiciones de mercado, debido a su carácter 
ESPECIALIZADO en la contratación, demostrando con éste tipo de actuaciones transparencia, 
probidad y planeación en sus labores como supervisor, siempre en procura de cumplir los fines 
esenciales del estado entregados a su cargo, indicando con ello que no veló por los intereses 
del MUNICIPIO DE TUNJA, en virtud de su asignación como Supervisor, puesto que de haber 
cumplido con su deber hubiese realizado las alertas del caso, en procura que otro fuese el 
destino del proceso que nos ocupa. 
 
El supervisor no obstante tratarse de un contratista en este caso, es decir, fungiendo como 
asesor externo, en este caso está llamado a responder fiscalmente producto de las 
instrucciones del artículo 82 de la Ley 1474 de 2011 modificado por el artículo 2 de la Ley 1882 
de 2018: 
 

 
14 Documento encontrado en el DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, de nombre “ACTA 
MODIFICACIÓN DE CANTIDADES Y CREACIÓN DE ITEMS NO. 01”. Pág. 24 
15 Documento encontrado en el DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, de nombre “actas de 
terminación recibo y liquidación cto 611”. Pág. 1, 6, 12, 14 y 15 
16 Que se hace extensivo a las indicaciones del ordenador del gasto, bajo el principio de interpretación que indica “que quien 
puede lo más, puede lo menos”. 
17 Ibídem. 
18 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 31 de agosto de 2006, Exp. 14287. 
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“ARTÍCULO 82. RESPONSABILIDAD DE LOS INTERVENTORES. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 
80 de 1993, el cual quedará así: 
 
Los consultores y asesores externos responderán civil, fiscal, penal y disciplinariamente tanto por el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de consultoría o asesoría, celebrado por 
ellos, como por los hechos u omisiones que les fueren imputables constitutivos de incumplimiento de las 
obligaciones correspondientes a tales contratos y que causen daño o perjuicio a las entidades, derivados 
de la celebración y ejecución de contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las actividades 
de consultoría o asesoría incluyendo la etapa de liquidación de los mismos. 
 
Por su parte, los interventores, responderán civil, fiscal, penal y disciplinariamente, tanto por el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría, como por los hechos u omisiones 
que le sean imputables y causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración y ejecución 
de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones de interventoría, incluyendo 
la etapa de liquidación de los mismos siempre y cuando tales perjuicios provengan del incumplimiento o 
responsabilidad directa, por parte del interventor, de las obligaciones que a este le correspondan conforme 
con el contrato de interventoría. 
 
PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional reglamentará la materia dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
expedición de esta ley”. 

 
Lo anterior a que precisamente la misma ley eleva el estatus de supervisión con todas las consecuencias 
legales como si fuese servidor público, a los contratistas de prestación de servicios (art. 83): 

 
“ARTÍCULO 83. SUPERVISIÓN E INTERVENTORÍA CONTRACTUAL. Con el fin de proteger la 
moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia 
de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la 
correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda. 
 
La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico 
que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no 
requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad estatal podrá contratar 
personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que sean requeridos. 
 

 (…)” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 
ü HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA quien es portador de la cédula de ciudadanía 

No. 7.170.986 quien fungió como Contratista (Para la época de los hechos) 

Como elemento orgánico de la gestión fiscal, tenemos al beneficiario final del Contrato de 
Obra No. 611 de 2013, su contratista, quien finalmente es el que recibe el pago por concepto 
de la ejecución de obras a un precio superior al del mercado (Fl. 4219). 

Con el objeto de dar cumplimiento a la solicitud se suscribe contrato mencionado, por él 
debidamente suscrito (Fl. 4220), descubriendo en su articulado: 

“CLAUSULA TERCERA.- FORMA DE PAGO. El MUNICIPIO pagará al CONTRATISTA el valor del 
presente contrato de la siguiente manera: 1.-)  El pago se realizará mediante la tramitación de actas 
parciales de pago de obra ejecutada y recibida a satisfacción por parte de la supervisión, hasta 
alcanzar un máximo del 70% del contrato. 2) El 30% final será a la liquidación y recibo final de obra. 
PARÁGRAFO 1.- El contratista deber 

a: A.- OBLIGACIONES GENERALES:(…) 4) Obrar con diligencia y cuidado necesario en los 
asuntos que le asigne el supervisor del contrato. (…) 5) Obrar con lealtad y buena fe en cada una 
de las etapas contractuales, evitando dilataciones y entrabamientos. B) OBLIGACIONES 
ESPECÍFICAS: (…). 5) Presentar a la secretaría de Infraestructura o la Supervisión, el plan de 

 
19 Documento encontrado en el DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, de nombre “actas de 
terminación recibo y liquidación cto 611”. Pág. 13 y 14 
20 Documento encontrado en el DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, de nombre “CONTRATO 611 
DE 2013”. Pág. 1 a 11 
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manejo de anticipo.(…) 8. Anexar a la propuesta análisis de precios unitarios de las actividades 
descritas en el presupuesto oficial. 

(…) 

“CLAUSULA SEXTA.- OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA. En el presente contrato EL 
CONTRATISTA se obliga para con el MUNICIPIO a: A.- OBLIGACIONES GENERALES:(…) 4) 
Obrar con diligencia y cuidado necesario en los asuntos que le asigne el supervisor del contrato. 
(…) 5) Obrar con lealtad y buena fe en cada una de las etapas contractuales, evitando dilataciones 
y entrabamientos. B) OBLIGACIONES ESPECÍFICAS: (…). 5) Presentar a la secretaría de 
Infraestructura o la Supervisión, el plan de manejo de anticipo.(…) 8. Anexar a la propuesta 
análisis de precios unitarios de las actividades descritas en el presupuesto oficial. (subrayado 
y negrilla fuera de texto) 

De lo exhibido, tenemos que recae en el contratista, la obligación de invertir los recursos de 
anticipo según el Contrato, con cimiento en el estudio de oportunidad y conveniencia y/o la 
propuesta presentada la cual es presentada por el mismo contratista y que tuvo oportunidad 
de controvertir en cualquier momento si evidencia bajo las presunciones de lealtad y buena 
fe, si en su parecer se estaba lesionando el patrimonio del Estado, con fundamento, por 
ejemplo a la posible existencia de sobrecostos injustificados. Es a él por su carácter especial 
y técnico a quien le asiste la obligación de aportar a tiempo la información y/o documentos a 
que haya lugar, generando así el beneficio unilateral con la suscripción del Contrato que no 
está justificado en los referentes de utilidad aceptados, sin embargo con la documentación 
aportada en el expediente, no es posible demostrar el cumplimiento del beneficio antes 
mentados. 

A diferencia de servidor público y la supervisora del contrato, el análisis de gestión fiscal del 
contratista, implica una valoración jurídico-probatoria más amplia, por cuanto no ostenta la 
calidad de servidor público, así: 

Hay que indicar que por el solo hecho de que el contratista reciba el lógico pago de una 
obligación contractual con el estado, y que esta a su vez lo convierta en es como indicar que, 
por este hecho en un gestor fiscal, es darle prácticamente la calidad de servidor público 
TRANSITORIO, al contratista per se no es una interpretación adecuada de la normatividad 
vigente. Parece ser que este exabrupto jurídico tiene un antecedente en el derecho penal, 
en donde, taxativamente la ley 80 de 1993 y solamente para efectos penales, se entenderá 
el contratista como un servidor público, y para estos efectos la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, en su jurisprudencia lo ha denominado “servidores públicos de carácter 
transitorio”: 
 

“por las irregularidades presentadas en la celebración de los contratos que derivaron en el interés 
indebido de cada uno, sin detenerse en atribuirles la calidad de servidores públicos. Contrario a ello, 
el Juez colegiado sostuvo lo siguiente: “aflicción que deberán padecer también los particulares 
contratistas que siendo servidores públicos transitorios aprovecharon tal oportunidad para 
finiquitar un engranaje delictivo”; además, el sujeto activo calificado cuando es asimilado a los 
particulares con ocasión a los convenios estatales, fue el punto medular del ataque en casación, por 
ello no se puede esquivar o deslindar de la argumentación judicial” 
(…) 
“Así, el ingrediente normativo de los tipos penales con sujeto activo calificado, cuando se trata 
del concepto de servidor público, se encuentra definido en la parte general del Código al 
considerar también como tales a los particulares que ejerzan funciones públicas de forma 
permanente o transitoria, por ello, para su interpretación deberá el operador judicial acudir a 
los artículos 123 de la Constitución Política y 20 del nuevo Código Penal (63 del anterior 
estatuto punitivo) cuyo alcance se complementa con el aludido artículo 56 de la ley de 
contratación estatal en aras de establecer cuándo y en qué eventos los particulares 
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desempeñan una función pública para asemejar su responsabilidad a la de los servidores 
públicos. (…)21. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
Pero esta precisión se encuentra lejos de poder ser aplicable en materia administrativa 
resarcitoria, máxime cuando estamos hablando de un procedimiento eminentemente 
administrativo, totalmente independiente de la acción penal, sumado a que la ley solamente 
faculta esta interpretación para los procesos de carácter penal: 

 
“Artículo 56º Ley 80 de 1993.- De la Responsabilidad Penal de los Particulares que Intervienen en 
la Contratación Estatal. Para efectos penales, el contratista, el interventor, el consultor y el asesor 
se consideran particulares que cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la celebración, 
ejecución y liquidación de los contratos que celebren con las entidades estatales y, por lo tanto, 
estarán sujetos a la responsabilidad que en esa materia señala la ley para los servidores 
públicos”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
Ahora bien, si se quiere una interpretación adecuada de la calidad de los contratistas en el rol 
del estado, tenemos las siguientes referencias: 

 
“El contratista independiente no puede homologarse al empleado público o al trabajador oficial. 
El trato diferente que en los dos supuestos reciben las categorías que pretenden contraponerse, se 
justifica por la existencia de una razonable diferencia que media entre ellas y que está dada por 
el carácter de trabajadores dependientes que exhiben los empleados públicos y trabajadores oficiales 
y la condición de independencia y autonomía propia del contratista 
(…) 
La figura genérica del servidor público en el universo de la función pública, comprende a los 
miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios (CP art. 123). Los servidores públicos 
ejercen sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento (CP art. 123). La 
ley determina la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva (CP art. 
124). 
  
13. Quien celebra con un ente público un contrato administrativo de prestación de servicios, 
sólo adquiere como autor del acuerdo el carácter de titular de una relación contractual y, en el 
circunscrito universo del convenio, se convierte en un específico centro de intereses. No se transforma 
en empleado público ni en trabajador del Estado. El régimen del empleado público y de su 
responsabilidad se encuentra definido y regulado minuciosamente en la ley y no es materia de 
contrato. La subordinación del empleado y del trabajador oficial se opone a la independencia y 
autonomía del mero contratista del Estado. En fin, la situación legal y reglamentaria (empleado 
público) y laboral (trabajador), no son en modo alguno equivalentes ni asimilables a la posición 
que ostenta el contratista independiente.”22. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
Equiparar al contratista del Estado con el Servidor público en materia de responsabilidad 
disciplinaria o fiscal o cualquier otra diferente a la específicamente consagrada en la ley, resulta 
un grave error de este organismo de control y una falacia en la que se funda mi posible 
vinculación al proceso, así lo ha reiterado la Corte Constitucional: 

 
(…) es claro que a dichos sujetos [contratistas] no se les está elevando a la categoría de servidores 
públicos, ni desconociendo su condición de particulares. Simplemente el legislador, como 
autoridad competente para definir la política criminal, ha considerado que la responsabilidad penal 
de las personas con las cuales el Estado ha celebrado contratos para desarrollar una obra o cometido 
determinados, debe ser igual a la de los miembros de las corporaciones públicas, los empleados 
y trabajadores del Estado, o la de funcionarios al servicio de entidades descentralizadas 
territorialmente y por servicios. Tal tratamiento que, se insiste, no implica convertir al particular en 
un servidor público, tiene una justificación objetiva y razonable, pues pretende garantizar que los 
fines que se persiguen con la contratación administrativa y los principios constitucionales que rigen 
todos los actos de la administración, se cumplan a cabalidad, sin que sean menguados o interferidos 
por alguien que, en principio, no está vinculado por ellos. En otras palabras, la responsabilidad que 

 
21 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, Rad. 29791. Sentencia del 7 de octubre de 2009. M.P. JAVIER 
ZAPATA ORTIZ. 
22 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-056 del 22 de febrero 1993. M.P. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ. 
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en este caso se predica de ciertos particulares, no se deriva de la calidad del actor, sino de la 
especial implicación envuelta en su rol, relacionado directamente con una finalidad de interés público. 
  
(…) 
Es conveniente precisar y reiterar que el artículo demandado asimila la conducta del particular a 
la de un servidor público sólo para efectos penales; otro tipo de responsabilidad derivada de 
la actuación oficial, como la disciplinaria, se continúa predicando con exclusividad de los 
funcionarios, que tienen con el Estado una relación legal y reglamentaria. Sobre el punto la Corte 
ha insistido repetidamente que el régimen disciplinario no puede ser aplicado a los particulares 
que prestan sus servicios al Estado, pues en esos casos no se presenta una relación de sujeción 
o supremacía entre la Administración y la aludida persona.  Este régimen, sólo puede ser aplicado a 
los servidores públicos. No sucede lo mismo en materia penal, pues toda persona, sin importar si es 
servidor público o particular debe responder por infringir la Constitución o la ley. La competencia para 
establecer el grado de responsabilidad que se deriva de la conducta desplegada por los particulares 
o los funcionarios públicos, corresponde al legislador y mientras ésta no sea desproporcionada o 
exagerada en relación con el interés que se pretende proteger, válido a la luz de la Constitución, no 
puede existir reproche alguno de constitucionalidad23. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
En conclusión, por el simple hecho de ser contratista no se le puede considerar sujeto pasivo 
de la acción de tipo fiscal que radica en cabeza de la Contraloría General de la república, mucho 
menos tergiversarse su apreciación otorgándole calidades de “servidor público transitorio”, 
interpretación que carece de todo fundamento jurídico, y que implica un total desconocimiento 
de la jurisprudencia de las altas cortes respecto al tratamiento legal de los contratistas del 
estado y su rol que desempeñan en el Estado Social de Derecho. 

 
Ahora bien, tampoco se intenta argumentar que los contratistas no sean susceptibles de acción 
fiscal, todo lo contrario, esto merece especial análisis como se indicará a continuación, pero lo 
que si quiere dejarse claro es que por el solo hecho de ostentar la calidad de contratista, 
automáticamente no se adquiere la calidad de gestor fiscal. 

 
Partiendo de dicha aclaración, procederé a analizar las circunstancias de tipo fáctico y jurídico 
que el ordenamiento y la jurisprudencia han sentado para que eventualmente el contratista 
pueda verse involucrado en un proceso de carácter fiscal. 

 
El respecto podemos evidenciar una tendencia marcada de la corte constitucional que ya se 
puede elevar a la categoría de precedente (y por lo tanto de obligatorio cumplimiento teniendo 
en cuenta los artículos 10 y 102 del CPACA), entre las cuales se resaltan, entre otras, las 
sentencias SU-620-96, C-840- 2001 y C-832-02, que como primera medida define la 
responsabilidad fiscal y sus destinatarios los siguientes: 

 
“[en un]Universo fiscal dentro del cual transitan como potenciales destinatarios, entre otros, los 
directivos y personas de las entidades que profieran decisiones determinantes de gestión fiscal, así ́
como quienes desempeñen funciones de ordenación, control, dirección y coordinación, contratistas y 
particulares que causen perjuicios a los ingresos y bienes del Estado, siempre y cuando se 
sitúen dentro de la órbita de la gestión fiscal en razón de sus poderes y deberes fiscales”24. 
(Subrayado y negrilla fuera de texto). 

Bajo el argumento antedicho, la Corte declaró la exequibilidad de la expresión "con ocasión de 
esta", encontrada en el articulo 1° de la Ley 610 de 2006, condicionándola a que los actos que 
materialicen la responsabilidad fiscal comporten una relación de conexidad próxima y necesaria 
con el desarrollo de la gestión fiscal: 

"La responsabilidad fiscal únicamente se puede pregonar respecto de los servidores públicos y 
particulares que estén jurídicamente habilitados para ejercer gestión fiscal, es decir, que 
tengan poder decisorio sobre fondos o bienes del Estado puestos a su disposición. Advirtiendo 

 
23 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-563 de 7 de octubre de  1998. M.P. ANTONIO BARRERA 
CARBONEL Y CARLOS GAVIRIA DIAZ. 
24 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-620 del 13 de noviembre de 1996. M.P. ANTONIO BARRERA CARBONEL 
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que esa especial responsabilidad está referida exclusivamente a los fondos o bienes públicos que, 
hallándose bajo el radio de acción del titular de la gestión fiscal, sufran detrimento en la forma 
y condiciones prescritos por la ley. Lo cual implica que, si una persona que ejerce gestión fiscal 
respecto de unos bienes o rentas estatales, causa daño a ciertos haberes públicos que no se hallan 
a su cargo, el proceso a seguirle no será́ el de responsabilidad fiscal, pues como bien se sabe, para 
que este proceso pueda darse en cabeza de un servidor publico o de un particular, necesaria es la 
existencia de un vinculo jurídico entre alguno de éstos y unos bienes o fondos específicamente 
definidos. Es decir, la gestión fiscal está ligada siempre a unos bienes o fondos estatales 
inequívocamente estipulados bajo la titularidad administrativa o dispositiva de un servidor público 
o de un particular, concretamente identificados"25(Subrayado y negrilla fuera de texto) 

Según lo hasta aquí expuesto, para que un contratista pueda ser sujeto de control vía proceso 
fiscal, requiere adicionalmente a su calidad de contratista, que haya tenido disposición, 
titularidad o administración de recursos públicos con poder decisorio, y esto solamente se 
da, en el manejo de anticipos del contrato, según lo ha reflejado la doctrina de la Contraloría: 

 
“El manejo o administración de recursos o fondos públicos se constituye en el elemento 
diferencial entre quienes efectúan gestión fiscal y quienes no. Manejo o administración que puede 
darse por servidores públicos o particulares, y que debe probarse dentro de las respectivas 
actuaciones administrativas. La relación disyuntiva entre el manejo y la administración, así como entre 
los fondos y los recursos, hace inferir que con uno de los elementos se adecua la conducta a la norma. 
No es debatible que los recursos o fondos han de ser públicos, para lo cual, consideramos que 
debe probarse su naturaleza jurídica. Si los recursos son de naturaleza privada, por más que tengan 
una destinación colectiva o general, no estamos ante la gestión fiscal que predica la Constitución y 
regula la Ley. 
 
Ahora, los verbos administrar y manejar en el contexto en que son utilizados por la ley tienen 
connotaciones similares: poder de decisión sobre los bienes o fondos objeto de la gestión. Este 
poder sobre los bienes o fondos puede ser material o jurídico, la ley se refiere a capacidad de realizar 
actividades de distinto orden: económicas, jurídicas o tecnológicas. 
 
No necesariamente se requiere la disposición jurídica y material de los bienes o fondos como lo 
advierte algún sector de la doctrina, ya que de esa manera solamente los ordenadores del gasto 
podrían ser gestores fiscales. La gestión fiscal vincula a todos los sujetos que tengan poder decisorio 
sobre los bienes o fondos del Estado”26. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
Ratifica respecto al anticipo la siguiente sentencia: 

“Según las anteriores cláusulas contractuales, el objeto de este contrato era la implementación de un 
sistema de información por valor de USD$285.900 que el IDEA le pagaba a la contratista de forma 
mensual, previa presentación de las respectivas facturas y cuentas de cobro. No se estipuló el pago 
de anticipo. De acuerdo con la anterior prueba documental, se tiene acreditado que el objeto de los 
contratos suscritos entre el IDEA y la sociedad BAAN COLOMBIA Ltda., en ningún momento lo 
constituyó la transferencia de recursos o de fondos o de bienes de propiedad de la contratante 
a la contratista para que esta los administrara, de tal manera que se le pudiera reconocer el 
ejercicio de la gestión fiscal”27.(Subrayado y negrilla fuera de texto) 

Esta tendencia se puede apreciar en los distintos fallos de procesos de responsabilidad fiscal, 
donde las distintas contralorías territoriales, bajo el argumento de no ostentarse anticipo, le quitó 
la investidura de la gestión fiscal a los contratistas y por lo tanto se archivaron las diligencias. 

 
En el presente caso la vinculación no es posible continuar con el análisis de responsabilidad ya 
que si bien es cierto, en  la cláusula sexta, donde se establece como obligación puntual la de 
(B) OBLIGACIONES ESPECÍFICAS. Numeral 5) “Presentar a la secretaría de Infraestructura 
o la Supervisión, el plan de manejo de anticipo”., lo cieto es que dentro del contrato en la 

 
25 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena, Sentencia C-840 del 9 de agosto de 2001. M.P. JAIME ARAUJO RENTERÍA 
26 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Oficina Jurídica Concepto 80112 2008 EE 6493 del 14 de febrero 14 de 
2008. 
27 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección primera. Sentencia del 12 de noviembre de 2015. 
C.P. MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO 
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cláusula de forma de pago (clausula sexta) no se advierte el pacto de anticipo, lo que de 
antemano induce la inexistencia de la calidad de gestor fiscal. 
 
Consecuente con lo indicado en la imputación, en la medida que no se le puede comprobar la 
calidad de gestor fiscal, se conduce necesariamente a la declaratoria de fallo sin 
responsabilidad en su nombre, en la medida que carece de este elemento de la responsabilidad 
fiscal. 
 
Luego, en cuanto a la plena identificación e individualización de los responsables, y en 
cumplimiento al artículo 53 de la Ley 610 del 2000, para el caso sub examine, se analizará 
particularmente la conducta desplegada por cada uno de los responsables de la siguiente 
manera:  

De acuerdo con el artículo 4 de la Ley 610 de 2000, se señala que el objeto de la responsabilidad 
fiscal es: 

 “(…) el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la 
conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión fiscal mediante el pago de una 
indemnización pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.  
 
Para el establecimiento de responsabilidad fiscal en cada caso, se tendrá en cuenta el cumplimiento 
de los principios rectores de la función administrativa y de la gestión fiscal.  
 
Parágrafo 1°. La responsabilidad fiscal es autónoma e independiente y se entiende sin perjuicio 
de cualquier otra clase de responsabilidad.  
 
Parágrafo 2°. INEXEQUIBLE El grado de culpa a partir del cual se podrá establecer responsabilidad 
fiscal será el de la culpa leve. Corte Constitucional mediante Sentencia C-619 de 2002 (Subrayado y 
negrilla fuera de texto)  

 
Entonces, la conducta ha de ser entendida, como el elemento volitivo que hace referencia a la 
actividad o conducta externa, desarrollada por el sujeto activo frente a su deber legal o contractual. 
En materia fiscal los supuestos de culpabilidad contemplan los grados de dolo y culpa grave previstos 
en la Ley 610 de 2000, en concordancia con el artículo 118 de la Ley 1474 de 2011. 
 
Para su análisis es preciso señalar en primera medida que la Corte Constitucional mediante Sentencia 
C- 619/ 2002, se pronunció referente al grado de culpabilidad a partir del cual se puede deducir que 
la conducta del gestor fiscal es sujeta a reproche. En dicha decisión señaló la Corte, que el legislador 
no puede exceder la Cláusula General de Responsabilidad de los Servidores del Estado y por tal 
motivo la imputación de responsabilidad fiscal no puede sobrepasar la culpabilidad con dolo y culpa 
grave prevista en el artículo 90 de la Carta Política. 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que de acuerdo con la misma sentencia, la responsabilidad fiscal es: 
 

“(…) eminentemente reparatoria o resarcitoria, están determinadas por un mismo 
criterio normativo de imputación subjetivo que se estructura con base en el dolo y la 
culpa, y parten de los mismos elementos axiológicos como son el daño antijurídico 
sufrido por el Estado, la acción u omisión imputable al funcionario y el nexo de 
causalidad entre el daño y la actividad del agente.” (Subrayado aplicable al caso en 
estudio) 

 
Ahora, el artículo 63 del Código Civil, dispone: 
 

“Culpa Grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los 
negocios ajenos con aquel cuidado que aún las personas negligentes o de poca 
prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles 
equivale al dolo. (…) El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la 
persona o propiedad de otro” (Subrayado propio) 

 
Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-840 de 2001, señala: 
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“Desde una perspectiva distinta pero complementaria a la anterior, la culpa puede tener 
lugar por imprudencia, impericia, negligencia o por violación de reglamentos.  
Resultando al punto probable que en el marco del artículo 90 Superior la culpa grave 
llegue a materializarse por virtud de una conducta afectada de imprudencia, impericia, 
negligencia o de violación de reglamentos, dependiendo también del grado de 
intensidad que cada una de estas expresiones asuma en la conducta concreta del 
servidor público.” (Subrayado fuera de texto) 

 
Frente al tema, en concepto No. 80112-1816, en concordancia con la doctrina define los conceptos 
de negligencia, imprudencia e impericia, de la siguiente manera: 

 
“La negligencia implica una falta en la atención que debe prestar el agente en sus 
actuaciones. El negligente deja de realizar una conducta a la cual estaba obligado, y 
no emplea la diligencia necesaria para evitar un resultado dañoso; en consecuencia es 
un descuido de su conducta. 
 
La imprudencia por su parte, es un obrar sin aquella cautela que según la experiencia 
debe emplearse en la realización de ciertos actos. 
 
La impericia, consiste en la insuficiente aptitud para el ejercicio de un arte o profesión.” 

 
Lo anterior, aplicado en el caso objeto de estudio, hace necesario precisar que las conductas 
desplegadas por los investigados son calificadas a título de “CULPA GRAVE”, teniendo en cuenta 
lo siguiente: 
 

ü JOHN ERNESTO CARRERO VILLAMIL, quien se identifica con cédula de ciudadanía No. 
7.160.233 expedida en Tunja, en su condición de Secretario de Infraestructura del Municipio de 
Tunja, quien fuere quien suscribiera los estudios previos, la aprobación de los APU definitivos para 
los ítems 8, 10 y 22, y el acta de liquidación, en el marco de la planeación y ejecución del Contrato 
611 de 2013,  se le reprocha que con el poder decisorio a su cargo, debió dar cumplimiento a los 
fines esenciales del Estado (Siendo éste su norte), puesto que con la suscripción de la citada Acta 
de Liquidación, certifica que el Contrato se debía pagar a esos precios, sin tomar en cuenta las 
condiciones reales de mercado, según lo ampliamente y hasta aquí probado en el proceso. Es 
importante indicar que con fundamento  en el literal b) del artículo 118 de la Ley 1474 de 2011, le 
asiste presunción de culpa grave en su actuar, toda vez que: “Cuando haya habido una omisión 
injustificada del deber de efectuar comparaciones de precios, ya sea mediante estudios o consultas 
de las condiciones del mercado o cotejo de los ofrecimientos recibidos y se hayan aceptado sin 
justificación objetiva ofertas que superen los precios del mercado”. 
  

ü CLAUDIA CONTANZA FLECHAS QUINTERO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
33.369.095 expedida en Tunja, en calidad de Supervisora del Contrato de Obra No. 611-2013, 
quien faltó a su función Administrativa de asegurar la calidad integral y el cumplimiento de los 
objetivos del contrato, quien actuó imprudentemente al suscribir Acta de Liquidación y aprobar los 
APUS, sin verificar las condiciones del mercado para los ítems 8, 10 y 22. Es importante indicar 
que con fundamento  en el literal c) del artículo 118 de la Ley 1474 de 2011, le asiste presunción 
de culpa grave en su actuar, toda vez que: “Cuando se haya omitido el cumplimiento de las 
obligaciones propias de los contratos de interventoría o de las funciones de supervisión, tales como 
el adelantamiento de revisiones periódicas de obras, bienes o servicios, de manera que no se 
establezca la correcta ejecución del objeto contractual o el cumplimiento de las condiciones de 
calidad y oportunidad ofrecidas por los contratistas; 

 
Así las cosas, la conducta desplegada por la implicada es calificada a título de CULPA 
GRAVE28, dada su imprudencia y negligencia al elaborar los actos administrativos señalados, 
con lo cual, participó en la producción del presunto daño patrimonial. 

 
28 De acuerdo con el artículo 63 del Código Civil, se entiende como: 
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3.3. Nexo causal  

De conformidad con la siguiente definición de nexo causal señalada por la Sala de lo 
contencioso administrativo en Sección primera del Consejo de Estado en sentencia del trece 
(13) de diciembre de dos mil doce (2012), con el Radicación número: 15001-23-31-000-2009-
00247-01, que establece:  

 

“(…) el nexo causal es la relación que existe entre un hecho antecedente y un resultado, de 
forma tal que si el primero no se hubiere presentado, el segundo tampoco.”  

 

A partir de la suscripción del Contrato 611 de 2013 por el Municipio de Tunja y, el señor 
HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA, asignando como responsable técnico al Secretario de 
Infraestructura y en el mismo documento, como Supervisora a CLAUDIA CONTANZA 
FLECHAS QUINTERO, cuya función esencial era vigilar y controlar la correcta ejecución del 
contrato, presentándose una incongruencia en la fijación de precios de ítems no previstos, sin 
revisar las condiciones de la contratación y precios de mercado, el contratista, la misma 
supervisora y el secretario mencionado, suscriben acta de liquidación, sin verificar empero, que 
sus funciones se cumplieran. 

Consecuencia directa de los hechos antes narrados, emerge la suscripción de Acta de 
Liquidación (Fls. 15 y 16) por el Supervisor, Contratista y Secretario de Infraestructura, reitero, 
sin la previa verificación del cumplimiento de las condiciones de mercado reales para fijar un 
precio unitario, incluso sin tener en cuenta el beneficio que debía tener el MUNICIPIO DE 
TUNJA al suscribir el mentado contrato. 

De lo expuesto es claro extraer, que la sumatoria de acciones realizadas por los hoy vinculados 
como presuntos responsables fiscales, conllevan a la consecuencia directa que se materializa 
en la liquidación del Contrato 611 de 2013 a satisfacción, cuando lo demostrado en el 
expediente, deja entrever lo contrario, generando con ello un detrimento patrimonial en cuantía 
de DIECISIETE MILLONES NOVECIENTOS DIECISIETE MILLONES NOVECIENTOS 
SETENTA Y SIETE MIL NOVENTA Y UN PESOS CON SETENTA Y OCHO CENTAVOS 
($17.977.091,78) M/Cte., cuyo eje principal se encuentra sin soporte justificado del mayor precio 
pagado. 
 

X. IDENTIFICACIÓN DE LA COMPAÑÍA DE SEGURO QUE RESPONDE COMO 
TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE 

El legislador dispuso en el artículo 44 de la Ley 610 de 2000, que dentro del proceso de 
responsabilidad fiscal la compañía de seguro fuera vinculado en calidad de tercero civilmente, 
actuando de esta forma en cumplimiento de los mandatos del interés general y de la finalidad 
social del Estado. 
 
En el expediente se encuentra  DVD, obrante a folio 42, puntualmente en el Documento PDF, 
de nombre “pólizas del contrato 611”. (Pág. 1 a 6) Garantía Expedida Por la compañía 
SEGUROS DEL ESTADO, con las siguientes características:  

 
“Culpa Grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aún 
las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale 
al dolo. (…) El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro” 
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El artículo 44 de la Ley 610 de 2000, que establece la vinculación del garante, “Cuando el 
presunto responsable, o el bien o contrato sobre el cual recaiga el objeto del proceso, se 
encuentren amparados por una póliza, se vinculará al proceso a la compañía de seguros, en 
calidad de tercero civilmente responsable, en cuya virtud tendrá los mismos derechos y 
facultades del principal implicado. (…)”. 
 
En el sub examine se puede verificar que se está estudiando la presunta irregularidad con 
alcance fiscal relacionado con la presunta responsabilidad del contratista, razón por la cual este 
despacho evidencia que el hecho generador es de carácter continuado, y se ordenó la 
vinculación de este garante mediante el auto de apertura (Fls. 46 a 57). 
 
No obstante y en la medida que el Afianzado o asegurado de las garantías mencionados ha 
sido declarado mediante este fallo como una conducta sin responsabilidad fiscal, este despacho 
acoge los argumentos de defensa presentados por el apoderado de Seguros del Estado y 
consecuentemente desvinculará la aseguradora. 
 
En otras palabras y toda vez que el seguro versaba sobre la responsabilidad del contratista 
HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA, y él obtuvo un fallo sin responsabilidad fiscal al no 
acreditarse la calidad de gestor fiscal, se hace necesario desvincular a la aseguradora 
SEGUROS DEL ESTADO S.A. 
 

XI. MEDIDAS CAUTELARES 

 
En el proceso de responsabilidad, la ey 610 de 2000 en su artículo 12 dispone que en 
cualquier momento del proceso se podrán decretar medidas cautelares sobre los bienes de 
las personas declaradas responsables de un detrimento al patrimonio público, por un monto 
suficiente para amparar el pago de un desmedro al erario, sin que el funcionario que las 
ordene tenga que prestar caución. 
 
No obstante se ha realizado desde la imputación la correspondientes medidas cautelares se 
insistirá en la investigación de bienes para garantizar el cumplmiento del fallo. 
 
Con base en lo anterior, ordénese la investigación de bienes de los responsables fiscales de 
los hechos materia de investigación, y una vez se identifiquen los mismos, procédase a 
decretar las medidas cautelares a fin de que la acción fiscal no se torne ilusoria, y por 
consiguiente expedir los requerimientos de información a las autoridades correspondientes. 
 

De igual forma se levantarán las medidas cautelares decretadas en contra del implicado fiscal 
que otuvo fallo sin responsabilidad fiscal. 

XII. INDEXACIÓN DEL DETRIMENTO PATRIMONIAL 

 
El inciso segundo del artículo 53 de la Ley 610 de 2000 establece que los fallos con 
responsabilidad fiscal deberán determinar en forma precisa la cuantía del daño causado, 

NOMBRE 
DE LA 
COMPAÑÍA 

NIT NO. 
POLIZA 

TOMADOR BENEFICIARIO TIPO DE SEGURO AMPARO VIGENCIA LÍMITE 
ASEGURADO 

SEGUROS 
DEL ESTADO 

860009578-6 39-44-
101055812 

HECTOR 
MAURICIO 
OCHOA 

MUNICIPIO DE 
TUNJA 

CUMPLMIENTO CUMPLMIENTO 
CONTRATO 611 DE 
2013 

DESDE EL 
12/08/2013 al 
12/08/2018 

$45.745.415,64 

SEGUROS 
DEL ESTADO 

860009578-6 39-40-
101014444 

MUNICIPIO 
DE TUNJA 

MUNICIPIO DE 
TUNJA 

RESPONSABILIDAD 
CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL 

RESPONSABILIDAD 
CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL 
(CONTRATO 611 DE 
2013) 

DESDE EL 
12/08/2013 al 
20/11/2018 

$117.900.000,00 
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actualizándolo a valor presente al momento de la decisión, según los índices de precios al 
consumidor certificados por el DANE, para lo cual se aplicará la fórmula matemática adoptada 
por el Consejo de Estado, a saber: 
 

Fórmula para la Actualización del Crédito: 
 
Vp= Vh x    índice final 
                  Índice inicial   
 
Vp: valor presente. 
 
Vh: valor histórico: Es el valor nominal del dinero a la época de los hechos, para el caso en 
concreto es la suma de DIECISIETE MILLONES NOVECIENTOS DIECISIETE MILLONES 
NOVECIENTOS SETENTA Y SIETE MIL NOVENTA Y UN PESOS CON SETENTA Y OCHO 
CENTAVOS ($17.977.091,78) M/Cte. 
 
Índice inicial: Teniendo en cuenta que tal como se dispuso en el auto de imputación, el hecho 
generador del daño es de carácter sucesivo, se tendrá en cuenta el IPC vigente a la época en 
la cual se emitió el último acto administrativo es decir la liquidación del contrato, el 15 de octubre 
de 2013 (fl. 42), el cual corresponde a 80,48. 
 
 
Índice final: Es el IPC vigente a la fecha de la solicitud para pago, para este caso corresponde 
al del mes de diciebre de 2020 el cual equivale a 104, 52, toda vez que el DANE no ha expedido 
a la fecha el IPC de los meses de enero y febrero 2021. 
 

Vp29 = Vh30 x    índice final31 
    Índice inicial32 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Se anexa a la presente decisión, la información suministrada en la página web del 
Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas DANE en certificación adjunta. 
 
Así las cosas, el valor del daño patrimonial actualizado, corresponde a la suma de: VEINTITRÉS 
MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS SIETE PESOS CON 
OCHENTA CENTAVOS ($23.278.907,80) 
 
En mérito de lo expuesto, la Jefe de la Oficina Jurídica de la Contraloría de Tunja, 

 
XIII. RESUELVE 

 
PRIMERO: FALLAR CON RESPONSABILIDAD FISCAL, de manera solidaria de conformidad 
con el artículo 53 de la Ley 610 de 2000, en cuantía debidamente indexada de VEINTITRÉS 

 
29 Vp: Valor Presente (Valor a determinar) 
30 Vh: Valor Histórico (Valor nominal del dinero a la época de ocurrencia de los hechos) 
31 Índice Final: Es el IPC vigente a la fecha de la solicitud para pago, (Diciembre 2017), equivale a (103,43) 
32 Índice Inicial: Es el IPC vigente a la época de ocurrencia de los hechos (Noviembre 2012), equivalente a (77,98) 

     

HECHOS 
 

VALOR 
SIN 

INDEXAR 
 

 

ÍNDICE DANE VALOR 
INDEXADO 

 

DD MM AA 

 

FECHA IPC 
INICIAL 

VALOR 
IPC 

INICIAL  

IPC FINAL 
(Diciembre 

2020) 
15 Octubre 2013 $17.977.091,78 15/10/2013 81,31 105,29 $23.278.907,80  
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MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS SIETE PESOS CON 
OCHENTA CENTAVOS ($23.278.907,80)., moneda legal colombiana, a cargo de los señores: 
 

Ø JOHN ERNESTO CARRERO VILLAMIL 
C.C. 7.160.233 de Tunja 
Secretario de Infraestructura 
 

Ø CLAUDIA CONTANZA FLECHAS QUINTERO 
C.C. 33.369.095 de Tunja 
Supervisora del Contrato de Obra No. 611-2013 

 
SEGUNDO: FALLAR SIN RESPONSABILIDAD FISCAL, de acuerdo a lo expuesto en la parte 
motiva de la presente providencia a favor de: 
 

Ø HECTOR MAURICIO OCHOA GARCIA 
C.C. 7.170.986 de Tunja 
Contratista Contrato de Obra No. 611-2013 

 

TERCERO: DESVINCULAR como tercero civilmente responsable, a la compañía de seguros 
la SEGUROS DEL ESTADO S.A. identificada con NIT. 860.009.578-6, por lo expuesto en la parte 
motiva. 
 

CUARTO: Por Secretaría de esta Oficina procédase a notificar esta decisión en los términos 
del artículo 106 de la Ley 1474 de 2011, a los sujetos procesales, haciéndoles saber que contra 
el mismo procede el recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro de los diez (10) 
días siguientes a la notificación de la presente providencia.  

QUINTO: Por Secretaría de esta Oficina, realícese la investigación de bienes de las personas 
que aparecen como responsables fiscales dentro de la presente acción, para que una vez sean 
conocidos, de manera INMEDIATA se de aplicación integra al artículo 12 de la Ley 610 de 2000. 
 
SEXTO: Surtido el trámite dispuesto en el numeral anterior de esta decisión y de no interponerse 
recurso alguno, o una vez resuelto los eventuales recursos de reposición, remitir el expediente 
al Despacho de la señora Contralora Municipal de Tunja, a efecto de que se surta el Grado de 
Consulta respecto de la decisión adoptada en el mismo, acorde con lo dispuesto en el artículo 
18 de la Ley 610 de 2000. 
 
SÉPTIMO: En firme y ejecutoriada la presente providencia, a través de la Secretaría del 
Despacho se ordenará surtir los siguientes traslados y comunicaciones: 

•Remitir copia auténtica del fallo a la jurisdicción coactiva de este Ente de Control, de 
conformidad con el Art. 58 Ley 610 de 2000. 
• Infórmese la decisión contenida en él, a la Contraloría General de la República, a efecto de 
que se incluya  a los aquí responsabilizados en el Boletín de Responsables Fiscales, tal como 
lo señala el artículo 60 de la Ley 610 de 2000, al Sistema de Información de Registro de 
Actuaciones y Causas de Inhabilidad “SIRI” de la Procuraduría General de la Nación, en 
cumplimiento del artículo 13 numeral 14 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002 emanada 
de dicha Entidad, y artículo 38, numeral 4º de la Ley 734 de 2002. 
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OCTAVO: En caso de que en el grado de consulta sea confirmado íntegramente el numeral 
segundo de la parte resolutiva de esta decisión, y previa ejecutoria de esta providencia, y se 
ordena: 

- El REGISTRO DEL LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES, decretadas mediante 
auto de veinte (20) de agosto de 2020 (fls. 55 a 57 de la carpeta de medidas cautelares) sobre 
las siguientes cuentas bancarias de los implicados: 

Implicado  Cédula  Tipo 
Contrato 

No. 
Cuenta 

Estado Tipo de 
Entidad 

Entidad Ciudad Sucursal Fecha de 
Apertura 

HECTOR 
MAURICIO 
OCHOA 
GARCIA 
 

7.170.986 Ahorro - 
Individual 

0023247 Normal Banco DE 
BOGOTÁ 

TUNJA CENTRO 
COMERCIAL 

09/04/2012 

 
Ahora, en caso que se haya realizado depósitos judiciales de los sujetos procesales 
anteriormente señalados, se ORDENA que por Secretaría de esta Oficina previa verificación, 
se realice el trámite respectivo de reintegro, a través de Tesorería de este Ente de Control. 
 
SÉPTIMO: El valor total del detrimento patrimonial, es decir, VEINTITRÉS MILLONES 
DOSCIENTOS SETENTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS SIETE PESOS CON OCHENTA 
CENTAVOS ($23.278.907,80), deberá ser consignado en el Banco Agrario de Colombia en la 
cuenta de depósitos judiciales No. 150019196156, sucursal Tunja, a nombre de la Contraloría 
Municipal de Tunja. 
 

 
 

COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
 
 

FABIAN RICARDO MURILLO BAUTISTA 
Jefe Oficina Jurídica 

Contraloría Municipal de Tunja 
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INFORMA:

La siguiente información obtenida del Indice de Precios al consumidor, base Diciembre 2018 = 100

CIUDAD

CATEGORIA

CLASIFICACION

PERIODO AÑO INICIAL : AÑO FINAL :

MES INICIAL : MES FINAL :

TUNJA

Total Nivel de Ingresos

Total

2012

11 12

2020

:

:

:

:

Señor :

BOGOTA, D.C.
Contraloría Municipal de Tunja

Fabian Ricardo Murillo Bautista

2012

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Nov 80,12 -0,57 2,34 2,21

Dic 79,98 -0,18 2,16 2,16

2013

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Ene 80,10 0,15 0,15 2,00

Feb 80,49 0,49 0,64 1,52

Mar 80,77 0,35 0,99 1,55

Abr 80,84 0,08 1,07 1,38

May 81,32 0,60 1,68 1,66

Jun 81,50 0,22 1,91 1,95

Jul 81,52 0,02 1,92 1,99

Ago 81,43 -0,10 1,82 1,73

Sep 81,50 0,08 1,90 1,48

Oct 81,31 -0,23 1,67 0,91

Nov 81,11 -0,25 1,42 1,24

Dic 81,20 0,11 1,53 1,53

2014

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Ene 81,47 0,34 0,34 1,72
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Feb 82,10 0,77 1,11 2,00

Mar 82,59 0,60 1,71 2,25

Abr 83,17 0,70 2,42 2,88

May 83,48 0,38 2,81 2,66

Jun 83,72 0,29 3,11 2,72

Jul 83,78 0,07 3,18 2,78

Ago 83,67 -0,13 3,04 2,75

Sep 83,63 -0,04 3,00 2,62

Oct 83,73 0,12 3,12 2,97

Nov 83,89 0,18 3,31 3,42

Dic 84,12 0,28 3,60 3,60

2015

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Ene 84,64 0,62 0,62 3,89

Feb 85,75 1,31 1,94 4,45

Mar 86,29 0,63 2,58 4,48

Abr 86,57 0,33 2,92 4,10

May 86,54 -0,04 2,88 3,66

Jun 86,65 0,13 3,01 3,49

Jul 86,68 0,03 3,04 3,46

Ago 86,86 0,21 3,26 3,82

Sep 87,22 0,41 3,69 4,29

Oct 87,96 0,84 4,56 5,05

Nov 88,39 0,49 5,08 5,37

Dic 89,23 0,95 6,07 6,07

2016

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Ene 90,20 1,09 1,09 6,57

Feb 91,46 1,40 2,51 6,67

Mar 92,42 1,04 3,58 7,10

Abr 92,87 0,49 4,08 7,27

May 93,74 0,94 5,06 8,32

Jun 93,82 0,08 5,15 8,28

Jul 94,34 0,55 5,73 8,84
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Ago 93,66 -0,72 4,96 7,82

Sep 93,34 -0,34 4,61 7,01

Oct 93,29 -0,05 4,55 6,06

Nov 93,28 -0,01 4,55 5,54

Dic 93,61 0,34 4,91 4,91

2017

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Ene 94,21 0,65 0,65 4,44

Feb 94,97 0,81 1,46 3,83

Mar 95,42 0,47 1,93 3,24

Abr 95,58 0,17 2,11 2,91

May 95,88 0,32 2,43 2,28

Jun 96,12 0,25 2,69 2,45

Jul 96,03 -0,09 2,59 1,80

Ago 96,27 0,25 2,85 2,79

Sep 96,29 0,02 2,87 3,17

Oct 96,32 0,02 2,90 3,24

Nov 96,62 0,31 3,22 3,57

Dic 96,74 0,13 3,35 3,35

2018

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Ene 97,16 0,43 0,43 3,13

Feb 97,97 0,83 1,27 3,16

Mar 98,53 0,57 1,85 3,26

Abr 98,79 0,27 2,12 3,37

May 99,01 0,22 2,35 3,27

Jun 99,26 0,24 2,60 3,26

Jul 99,40 0,14 2,75 3,50

Ago 99,57 0,17 2,92 3,43

Sep 99,60 0,03 2,95 3,43

Oct 99,67 0,07 3,02 3,48

Nov 99,85 0,19 3,22 3,35

Dic 100,00 0,15 3,37 3,37

2019
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EL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL
DE ESTADISTICA DANE

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Ene 100,45 0,45 0,45 3,39

Feb 101,31 0,85 1,31 3,41

Mar 101,94 0,62 1,94 3,46

Abr 102,19 0,25 2,19 3,44

May 102,46 0,26 2,46 3,48

Jun 103,20 0,72 3,20 3,97

Jul 103,50 0,29 3,50 4,12

Ago 103,65 0,15 3,65 4,10

Sep 103,76 0,11 3,76 4,18

Oct 104,01 0,24 4,01 4,36

Nov 103,90 -0,10 3,90 4,05

Dic 103,90 -0,00 3,90 3,90

2020

TUNJA Indice Variación
Mes

Variación
Año Corrido

Variación
12 Meses

Ene 104,17 0,26 0,26 3,70

Feb 104,93 0,73 0,99 3,57

Mar 105,54 0,58 1,58 3,53

Abr 105,91 0,35 1,94 3,64

May 105,71 -0,19 1,74 3,17

Jun 105,49 -0,20 1,53 2,22

Jul 105,27 -0,21 1,31 1,71

Ago 105,21 -0,05 1,26 1,51

Sep 105,72 0,48 1,75 1,89

Oct 105,65 -0,06 1,68 1,58

Nov 105,34 -0,29 1,39 1,39

Dic 105,29 -0,05 1,34 1,34

Fin Datos
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